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Presentación


 El volumen que contempla el lector es un avance de las conclusiones del grupo de investigación que trabaja sobre la protección del consumidor en los diferentes modelos inclusivos en el contexto de lo que podría entenderse por vivienda colaborativa. En concreto, se trata del Proyecto I+D del Programa Estatal de Fomento de la Investigación científica y técnica de excelencia, Subprograma Estatal de generación de conocimiento, Los consumidores en la vivienda colaborativa, DER -84726-C3-2-P, 2018-2020, IP: Esther Muñiz Espada. Forma parte de un proyecto coordinado, dirigido por el Prof. S. Nasarre Aznar, cuyo equipo aborda las relaciones jurídico-reales de los diferentes modelos de vivienda colaborativa, junto al equipo dirigido por los Profs. E. Rivas y A. Urquizu, quienes analizan los aspectos tributarios de la vivienda colaborativa. De este modo, a través de los tres subgrupos de investigación se abarcan exhaustivamente todos los aspectos que confluyen sobre el objeto de estudio, tema prioritario de la agenda europea, reforzado ahora por las exigencias derivadas de los Objetivos del Desarrollo Sostenible 2030.

Desde el año 2004 todo este equipo de investigadores han venido trabajando sobre mercado inmobiliario, hipotecario y acceso a la vivienda. Equipo integrado por teóricos y prácticos de las universidades nacionales y extranjeras más prestigiosas, junto a las instituciones más representativas, tanto nacionales como internacionales. A sus investigadores les avala una sólida experiencia, con una larga trayectoria especializada en su temática propia.

Nuestra metodología preferente es ofrecer propuestas de política legislativa, siendo conveniente otra vez confundir lo que la mayoría erróneamente distingue: política y Derecho. Para el análisis, pues, no nos parece especialmente prioritario sistematizar junto a un método puramente exegético: porque el jurista no tiene por qué ser un sistematizador del Derecho; lo que le corresponde es describir los efectos, explicarlos con precisión, siendo sobre todo «un detective de efectos», como alguien ya subrayara, que tiene que ofrecer sobre todo soluciones razonables, equitativas, operativas al mismo tiempo que económicamente viables y eficientes, lo que no impide que implícitamente use de la filosofía porque los acontecimientos no llegan descausalizados.

Así, habituado el jurista universitario tradicional a interpretar, comentar, explicar y sistematizar el ordenamiento vigente, no puede, sin embargo, desatender lo que hoy debería ser reputada su tarea más urgente: poner sus conocimientos técnicos al servicio de una investigación consistente en la búsqueda de nuevos caminos intelectualizando plenamente, así, su actividad, puesto que se necesita un jurista mucho más operativo y sensible a las necesidades de la sociedad para la que trabaja, cuya tarea consiste, entre otras, en eso que se ha venido llamando política legislativa, o como diría R. Guardini «una viva responsabilidad a la vista del caos interior emergente y cada vez más inquietante».

En esta ocasión, la clave es valorar si estas modalidades de vivienda colaborativa van a servir realmente para facilitar el acceso a la vivienda y su gestión en condiciones suficientemente dignas y adecuadas, y qué verdaderas aportaciones representan estos modelos en el actual contexto de la vivienda, centrándose específicamente este volumen en la protección del usuario inmerso en estas particulares relaciones jurídicas. A ello se destinan desde diversas perspectivas cada uno de los artículos y estudios que forman parte del presente volumen.

Lo que primero aborda la obra es una depuración lingüística, esto es, qué se entiende por economía colaborativa y qué se entiende por vivienda colaborativa, así como los modelos que podrían incluirse en la acepción o bajo este fenómeno, que no necesariamente puede verse como un revival de otras épocas o retorno a situaciones precedentes o ya conocidas, al menos en su conjunto; más controvertido a este respecto sería alguna otra figura más específica a propósito de las diversas modalidades que puede adoptar lo que ahora se le quiere denominar cohousing.

Centrados en el origen de este movimiento vinculado a la crisis económica, y explicado, en parte, por la dificultad del acceso a determinados bienes y servicios, una sólida explicación económica aplicada al mercado inmobiliario era forzoso en esta obra.

En cuanto la denominada sharing economy tiene su explicación, asimismo, en una sociedad más fácilmente conectada, que le permite compartir y relacionarse por el desenvolvimiento de la tecnología, las nuevas relaciones surgidas por el desarrollo de las plataformas digitales se analizan aquí desde diversas perspectivas, así en las nuevas relaciones laborales surgidas, pues como expresa el Informe del Parlamento Europeo, La situación de los trabajadores en la economía colaborativa —octubre de 2016— «estos cambios radicales tienen un impacto considerable en la situación jurídica, al desdibujar las líneas establecidas entre los consumidores y los proveedores, entre los trabajadores por cuenta ajena y los trabajadores autónomos, así como entre la prestación de servicios profesionales y la prestación de servicios no profesionales, lo que plantea un desafío para numerosos sectores fundamentales de la legislación de la Unión Europea».

El fenómeno de la vivienda colaborativa como espacio convivencial que pretende unir a las personas en comunidad y fomentar las ideas de colaborar y compartir en una opción más bien forzada por la dificultad del acceso, que destaca la apuesta por el uso o la posesión en vez de la propiedad, lleva asociado, en todo caso, un germen ideológico y plantea un renovado análisis sociológico, que resulta un complemento transversal ineludible de una obra de estas características.

De otro lado, si bien la crisis económica vino acompañada de nuevos tipos de comportamiento social que pretendían un alejamiento de los canales oficiales por un escepticismo en su funcionamiento, las relaciones del individuo con la administración no han podido ser evitadas en todo caso y la intervención de las entidades públicas en la regulación del fenómeno está siendo un argumento por definir que se está abordando de una manera meramente tentativa y desordenada, sobre lo que llama de igual modo la atención esta obra. En todo caso, la economía colaborativa carece, en general, de un marco legal adecuado.

Pero en las transacciones inmobiliarias desintermediadas lo que aparece aún suscitando más preocupación es la situación del consumidor o, mejor, del usuario. Hace tiempo que la evolución del concepto de consumidor ha adquirido nuevos tintes en nuestro ordenamiento, como con carácter general en otros ordenamientos, que exigen una renovación de los principios del Derecho de consumo, delimitar, diríamos, nuevas formas y principios rectores, y todo ello viene a confrontarse ahora con la situación sumamente ambigua que asume el usuario en este tipo de relaciones. Unas relaciones donde a veces las dos partes contratantes tienen la misma naturaleza cuasi profesional, o una de las partes no se puede distinguir claramente del profesional pero tampoco es exactamente éste, aquí la figura del consumidor se diluye en una relación con perfiles muy imprecisos, pues en ocasiones quien ofrece bienes y servicios puede ser un empresario, pero dependiendo del modelo puede no tener claramente el perfil de un profesional, puede presentarse con límites muy difusos, coincidiendo a veces la figura del consumidor con la de proveedor: prosumer.

La obra, pues, se centra de manera particular en el análisis y propuestas en este marco, así en la situación y debida protección del consumidor en cada uno de los supuestos de estructuras colaborativas; lo que no excluye cuestionarse, para una posterior evolución, el posible régimen jurídico general del contratante vulnerable, planteándose, entonces, de qué manera clara y ejemplificante cabe definir a este contratante más vulnerable, que, enfrentado a situaciones o relaciones cada vez más difusas, requeriría de una protección especial siguiendo un criterio funcional.

Esta atención a su protección se hace, asimismo, desde el punto de vista notarial y registral, y se complementa con una ulterior consideración sobre la desintermediación en el ámbito inmobiliario y la técnica blockchain.

El presente estudio se ha realizado desde una visión normativa, doctrinal y jurisprudencial, y para reforzar su valor doctrinal la obra se inicia con un trabajo de Clavería Gosálbez sobre los ámbitos más complejos y cambiantes de la nueva contratación y las nuevas categorías.

Representa, así, este volumen un tratamiento exhaustivo de la protección del usuario en las diferentes tenencias y los estatutos alternativos de acceso en la vivienda colaborativa, que, junto a las obras anteriores del grupo de investigación, ofrece un cumplido e innovador análisis de la evolución del mercado inmobiliario.

Esther MUÑIZ ESPADA

Catedrático de Derecho civil

Universidad de Valladolid
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I. Nuevas formas de contractualización

Luis Humberto CLAVERÍA GOSÁLBEZ

Catedrático de Derecho CivilUniversidad de Sevilla



 Al abordar la espinosa y desconcertante problemática de una renovación normativa en uno de los ámbitos más complejos y cambiantes de la nueva contratación, creo pertinente una reflexión general previa sobre nuevas modalidades de dicha novedosa contratación a la altura de 2019, que pudiera actuar como referencia a la hora de afrontar concretos problemas de régimen respecto de cada modelo de negocio jurídico. En cuanto al ámbito geográfico, aludiré sustancialmente a España, pero ello hoy implica tener presentes Ordenamientos jurídicos y territorios estrechamente ligados a ella, pues obviamente vivimos en un tráfico económico global: con algunas especificidades de Derecho positivo, lo que diré sería aplicable a Francia o a Alemania y, con más matizaciones técnicas, al Reino Unido o a los Estados Unidos.

Voy a centrarme en lo que en los últimos años viene denominándose «Economía colaborativa» o «Consumo colaborativo» (reputémoslos, de momento, como expresiones sinónimas), dejando, en estas líneas, en la penumbra modalidades relativamente modernas, algunas de las cuales extensamente abordadas por mí, como la predisposición del contenido contractual (cláusulas impuestas, condiciones generales, etc.), u otras como la contratación informática ordinaria y los muy recientes smart contracts, cuyas peculiaridades atañen más a los modos de formulación de su contenido y a los procedimientos de control y vigilancia de su ejecución que a problemas de análisis de su contenido y de la conveniente regulación jurídica de éste.

Sobre la llamada Economía colaborativa viene hablándose abundantemente y los textos que la abordan se multiplican. La expresión citada parece dar a entender que nos hallamos ante un fenómeno unitario, con rasgos comunes definitorios, que, aun permitiendo diferencias de unos casos a otros, aconsejan un régimen jurídico único. Pues bien, ese régimen ni existe ni debe existir, pues dentro de esa denominación se esconden o se comprenden figuras muy distintas y distinguibles. La regulación actual de muchas de ellas es, en el caso de España, fragmentaria, anárquica y pobre, siendo hoy necesario aplicarles, en diversos supuestos, normas generales de Derecho privado (civil contractual, mercantil general, de consumidores, etc.) o de Derecho administrativo, razón por la que percibimos una tensión entre el Derecho vigente y el Derecho posible o deseable, detectando yo, como apuntaba hace líneas, una censurable tendencia a construir un régimen jurídico básico de la Economía colaborativa. Pero, una vez más, el lenguaje y hoy el murmullo de las comunicaciones y las redes sociales nos engañan y nos despistan, introduciendo en el mismo recipiente naranjas, nueces y plátanos.

Examinemos, sin pretender agotar los supuestos, unos cuantos ejemplos: Pedro acuerda con Julia un viaje de Córdoba a Sevilla, aportando ella el automóvil, que conduce, comprometiéndose Pedro a pagar la gasolina. Pedro, utilizando una plataforma, llama a una entidad que le envía un automóvil conducido por Pablo para que le transporte de Madrid a Toledo. Leonor cede quince días su piso de Salamanca a Patricia a cambio de que ésta ceda a aquélla quince días su piso de Segovia. Isabel cede su piso de Zaragoza, a cambio de dinero, una semana a Francisco, otra a María, otra a Alberto, etc. Claudia, que conoce bien la historia y los monumentos de Écija, enseña esta ciudad a varios amigos a cambio de una comida, pero se anima a anunciarse informáticamente a desconocidos, ofreciéndoles dicho servicio a cambio de dinero. Isidoro organiza viajes para sus amigos y, estimulado por su éxito, se anima a organizarlos para amigos de sus amigos a cambio de unos regalos o del uso de un apartamento en Mallorca, etc. Como se ve, se trata de supuestos muy diversos, algunos ya regulados específicamente al menos en parte, otros solamente subsumibles en el Derecho civil común, otros en el Derecho mercantil, otros susceptibles de ser atendidos por normas sancionadoras, etc. Supuestos diversos que presentan notas propias que reclaman reacciones diferentes del Ordenamiento: los ejemplos de los denominados «pisos turísticos» (VUP o alojamientos P2P) o de los viajes en vehículo privado (ride sharing) son paradigmáticos. Obsérvese que he ido presentando los modelos prescindiendo de su tratamiento legal, como meros acontecimientos sociales; obsérvese además que hoy, en el mundo de la Economía colaborativa, muchos de estos acuerdos tienen lugar a través de una plataforma con la que los interesados se comunican mediante una aplicación informática: dicha plataforma puede limitarse a una mera intermediación, contratando ella con los dos usuarios (el prestador del servicio y el receptor), contrato éste que probablemente sería de mediación o corretaje, aplicándosele el tratamiento de los contratos atípicos y, además, en cuanto que las plataformas actúan telemáticamente, la normativa relativa al comercio electrónico; en estos casos la plataforma, aunque forma parte de una relación jurídica trilateral, actúa asimismo como instrumento de una relación peer to peer, muy representativa del consumo colaborativo, relación en la que el prestador del servicio suele recibir en la reciente doctrina el nombre de prosumer. Pero cabe que la plataforma realice más actividades, por ejemplo, fijando precios o incluso participando en la ejecución de la prestación que recibe una de las partes, tal vez aportando el material (automóvil que se utilizará), lo que provocará que tal plataforma devenga empresaria de esa actividad (en ese supuesto, transporte), además de practicar la mediación, debiendo por ello aplicársele las normas relativas a la protección de los consumidores (sin que abordemos aquí el tratamiento jurídico de las relaciones con ¿sus? trabajadores). Algunos autores aluden a la tendencia a la fusión de ambas actividades, de modo que las plataformas sean titulares de pisos y coches, lo que puede aumentar sus dimensiones, deslizándose hacia el oligopolio o el monopolio, con el consiguiente impacto sobre la competencia. Se considera que la plataforma es algo más que mera intermediaria, en cuanto que también presta, en considerable medida, el llamado «servicio subyacente», cuando ejerce un control o una influencia significativas sobre el prestador de dicho servicio, siendo criterios clave para detectar la existencia de tal control la determinación del precio, el establecimiento de los términos y las condiciones de actuación (por ejemplo, instrucciones obligatorias) y la propiedad de los activos clave.

La finalidad de este breve ensayo es la de apuntar ideas de iure condendo en relación a unos posibles regímenes jurídicos atinentes a las figuras más representativas de eso que viene llamándose «consumo colaborativo». De iure condito, como apunté, el panorama es confuso, desordenado e insuficiente: algunas modalidades contractuales están desnudas de regulación específica, debiendo hoy ser atendidas por el Derecho privado ordinario preferentemente aplicable a los contratos atípicos; otras son contratos claramente mercantiles celebrados por consumidores y empresarios, debiendo ser afectados por el Derecho mercantil general y por el Texto Refundido de consumidores y usuarios, añadiéndose además la necesaria intervención del Derecho administrativo para posibilitar o facilitar la protección de la calidad de las prestaciones y la salud y la seguridad de los receptores de éstas, como sucede en contratos relativos a arrendamientos esporádicos o a transportes, pues el vigente control administrativo de autobuses, taxis y hoteles nos indica que deben ser asimismo objeto de aquél, en mayor o menor medida, los nuevos contratos relativos a inmuebles o vehículos vinculados al llamado «consumo colaborativo». Y, siendo en algún caso, algunos de estos negocios jurídicos actos en masa con finalidad lucrativa, sustentados en una organización empresarial, no entiendo cómo, debiendo someterse al Derecho mercantil, son hoy regulados en España por normas autonómicas o municipales, en algunos supuestos afectando negativamente a la unidad de mercado. Por no hablar de unos falsos autónomos que trabajan inequívocamente para grandes empresas de reparto, que deberían ser afectados por el Derecho laboral y cuya «autonomía» constituye un clamoroso ejemplo de fraude de ley. Quizá alguna mención especial merece el llamado «contrato de acceso» (contrato atípico) que vincula a la plataforma no meramente intermediaria con el usuario demandante de bienes o servicios; si éste es un particular no profesional que actúa fuera de una actividad profesional o empresarial, debe reputársele consumidor frente a la plataforma, aplicándosele las normas atinentes a la protección de los consumidores y a las condiciones generales de la contratación si las hay. Si, por el contrario, es un empresario, se le aplicarán el Código de Comercio, el Código civil y demás normas generales de Derecho privado. Pero, si se trata de una entidad meramente intermediaria, no parece que quepa reputar consumidor al receptor del bien o servicio, aplicándose a ambos entonces las reglas generales de Derecho privado, además de la normativa relativa al comercio electrónico; cuando digo «normas de Derecho privado» me refiero, como he sugerido antes, también a las mercantiles, pues la entidad intermediaria suele ser una empresa que realiza actos en masa. Pero, siendo sólo intermediaria, dudo de que quepa considerar como consumidoras a las partes comunicadas, pues el servicio principal lo recibe el perceptor del prosumer, que no es empresario.

Pero vayamos a lo que se ha venido llamando desde hace muchos años «política legislativa», es decir, a meditar sobre un posible Derecho deseable aplicable a estas figuras, para lo cual conviene tener presente la actitud vital de los interesados en esta clase de contratos, que no quieren exactamente las cosas, sino, como algunos autores sugieren, la satisfacción de las necesidades que ellas producen o las experiencias que proporcionan, lo que podría orientarnos a la hora de perfilar las facultades que compondrían unos nuevos derechos subjetivos producidos por unos nuevos contratos caracterizados por unas funciones económico-sociales diferentes de las tradicionales. Conviene asimismo reparar en la concepción que la sociedad que llega a nuestro presente tiene o va a tener de la misión del Estado o del poder público, ya lejos del laissez faire decimonónico pero quizá tampoco demasiado propensa a contar siempre con el Estado intervencionista, prestador de servicios, fiscalizador, sancionador, etc., de la socialdemocracia occidental; adviértase cómo las plataformas, además de mediar y poner en contacto electrónicamente y en muchos casos de prestar los servicios con instrumentos de su propiedad o alquilados, fijan gran parte de los contenidos de los contratos peer to peer, creándose instancias reguladoras ¿seminormativas? privadas, de modo similar a las condiciones generales de la contratación del siglo XX, pero repárese en que dichos contenidos no son producto de un poderoso predisponente que impone de hecho las cláusulas, sino a veces de una entidad intermediaria, sin olvidar que nuevos predisponentes, gigantes tecnológicos asoman sus orejas, imponiendo piezas o sistemas operativos y monopolizando el mercado. Al mismo tiempo debemos considerar que en muchos de los contratos de los que tratamos y a pesar de esa nueva reprivatización de la que hablaba y de ese mencionado regreso del Estado a la llamada sociedad civil, no deberíamos descartar la necesidad de control administrativo para salvaguardar la salud, la seguridad y los intereses económicos de personas que seguirían siendo consumidores vulnerables o, al menos, personas necesitadas de protección cualificada ante posibles prestadores escasamente escrupulosos, así como la irrenunciabilidad de un Derecho imperativo que determinase requisitos de acceso a ciertas profesiones o actividades.

Pero la idea que reputo más importante es que debemos rechazar la pretendida existencia de una figura unitaria llamada «Economía colaborativa» o «Consumo colaborativo»: hemos visto que los contratos que suelen encasillarse en dicha supuesta categoría son muy diversos entre sí, pues sus funciones económico-sociales, sus «causas» en el sentido por mí expuesto en varios escritos interpretativos del Código civil, difieren patentemente, lo que aconseja que cada modelo negocial reciba una regulación específica que tenga presentes los intereses en conflicto, diversos en cada caso, así como las diferentes posiciones de poder real de los partícipes en la relación jurídica —bilateral, trilateral, A con B y con C, B con C, etc.— de que se trate. Piénsese al respecto —salgamos un momento del estricto ámbito de lo que se llama Economía colaborativa para expresar la idea de la actual complejidad del mundo contractual— en los modernos y sofisticados contratos financieros o en los de asistencia técnica, compuestos de prestaciones variadas —bienes (entre los que se cuentan las llamadas propiedad intelectual e industrial), actividades, asesoramiento, información, etc.—, tan lejanos de la compraventa o del comodato del Código civil. El análisis de la denominada causa del contrato proporciona la clave para inferir su tratamiento: si lo sustancialmente aportado por la plataforma es el transporte de las personas, siendo un instrumento de ello la comunicación electrónica, los contratos, concebidos en serie por la empresa, son contratos mercantiles de transporte pactados con consumidores; pero, si la plataforma se limita a poner en contacto a transportistas y a compañeros de viaje de dichos transportistas, el contrato debe reputarse de mediación, aunque la empresa pueda intervenir en cierta medida, necesariamente pequeña, en parte del contenido de tales negocios jurídicos. En dicha tarea de regulación habría que medir cuidadosamente qué aspectos podrían dejarse a la autonomía negocial, aportando, para suplirla, un prudente Derecho dispositivo, y cuáles deberían ser atendidas con normas imperativas; la elaboración y la construcción de nuevos tipos contractuales, relativamente abiertos, es una actividad ardua, que, como hace líneas apunté, comprende la distribución de nuevas facultades que puedan integrar derechos subjetivos de nuevo cuño o quizá posiciones jurídicas complejas que pueden no ser exactamente calificables de derechos subjetivos. No olvidemos que uno de los rasgos de la figura de la llamada «Economía colaborativa» es la de que se pretende con ella atender necesidades mediante mecanismos diversos de la transmisión de la propiedad, siendo muy relevante al respecto la idea de temporalidad y la de preservación del medio ambiente, lo que implica un peculiar componente ético diverso de la mentalidad mercantilista dominante. Ello puede afectar a la configuración jurídica de las antes mencionadas posiciones. En síntesis, el régimen legal o pactado de cada contrato concreto que se celebre deberá ser acorde con la función económico-social efectivamente querida por los contratantes, función a veces difícil de detectar (¡Cuidado con las simulaciones y los fraudes de ley!), pero necesitada de amparo jurídico si es compatible con los valores del Ordenamiento de que se trate, de modo que el circuito económico funcione con arreglo a unos principios que quepa reputar defendibles y que el Derecho aplicable sea idóneo para proteger a los consumidores, a los empresarios y a la solvencia de los deudores en favor de unos acreedores cuyos intereses pueden coincidir con los intereses generales. Sin olvidar valores como la sostenibilidad, el aprovechamiento de recursos y el desarrollo económico.
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 El impacto de la crisis económica sobre las rentas no solo trae consigo un cambio en los patrones de consumo —el acceso compartido a los bienes para satisfacer las necesidades individuales reales—, sino también un cambio de valores sociales —desarrollo económico más equilibrado y sostenible mediante la colaboración—. Los avances tecnológicos permiten resolver algunas ineficiencias de los mercados tradicionales como son la información asimétrica entre demandantes y oferentes, la existencia de barreras de entrada al mercado o la determinación de los precios. Por otra parte, el consumo colaborativo ejerce una labor social, al facilitar bienes y servicios a determinados colectivos que por sus niveles de rentas no podrían acceder a ellos por canales tradicionales. En definitiva, la aparición de la economía colaborativa no sólo tiene efectos económicos sino también sociales, de forma que se produce un cambio en las pautas de comportamiento entre usuarios y proveedores, dando lugar a mercados más horizontales y flexibles, que se traducen en una mayor eficiencia vía competitividad y disminución de precios.

I.  Los costes de transacción y la tecnología en la empresa

1.  El modelo estándar de la empresa y sus problemas

La Teoría Económica Neoclásica parte de un modelo de competencia perfecta en el que existe un número elevado de compradores y vendedores, productos y servicios homogéneos, información completa y estabilidad en los gustos de los consumidores, y en el que los costes a largo plazo desempeñan un papel importante en la determinación de la estructura de la industria. Siguiendo a Frank (1)  las cuatro condiciones que definen un mercado competitivo son:


	
1)  la existencia de un producto estandarizado, siendo el producto de una empresa un sustitutivo perfecto o cuasiperfecto del producto de otra empresa;

	
2)  las empresas son precio-aceptantes, esto es, consideran dado el precio de mercado del producto, porque si el número de oferentes es suficientemente grande cada uno de ellos produce una parte insignificante de la producción total de la industria, no pudiendo afectar de forma individual al precio del mercado;

	
3)  los factores de producción presentan una perfecta movilidad a largo plazo, por lo que su contratación es razonablemente posible; y,

	
4)  los consumidores y los productores disponen de información perfecta que les permite maximizar sus expectativas (2) .



Una de las características de los mercados competitivos es que son eficientes en la asignación de recursos, exploran las posibilidades de obtener ganancias mutuas a través del intercambio, y el equilibrio se alcanza cuando el precio es igual al coste marginal tanto a corto como a largo plazo. Alcanzado este punto no existe una manera menos costosa de producir: los productores obtienen una tasa normal de beneficio, que es el coste de oportunidad de los recursos invertidos, y los consumidores no pagan más de lo que le cuesta a las empresas producirlos. El análisis económico neoclásico centra su interés en el estudio del comportamiento de la oferta y de la demanda en los mercados, pero no tiene en cuenta los costes de transacción y de innovación tecnológica.

Precisamente, la crítica de Coase en su conocido artículo The Nature of the Firm (3) , publicado en 1937, surge porque los planteamientos de la teoría neoclásica no explican el comportamiento de la industria o firma, es decir, los procesos de integración vertical y horizontal de la empresa (4) . Para él el proceso de organización de los medios de producción es en sí mismo un factor de producción, introduciendo el concepto de costes de transacción para referirse a los costes en los que incurre una empresa al realizar transacciones por medio del mercado utilizando el mecanismo de los precios, esto es, los costes asociados al uso y determinación de los precios de mercado. Estos costes están relacionados con la información necesaria para conocer cuáles son los precios relevantes, la negociación, la contratación, el seguimiento del producto… En su análisis Coase compara los costes de transacción (costes de operar en el mercado) con los costes de organización (costes de coordinación de la producción), de manera que las empresas surgen como una alternativa al mercado en la medida en que reducen los costes de transacción al establecer contratos globales (disminuyen los costes de búsqueda de información y de contratación) y no contratos individualizados, más costosos como lo hace el mercado. De esta forma, las transacciones se coordinarán a través de la empresa cuando los costes resultantes son más bajos que los que resultarían de la coordinación del mercado, y viceversa. Bajo esta perspectiva, se considera a la empresa como un sistema de asignación de recursos alternativo al mercado.

Posteriormente Williamson (5)  centra su análisis en la forma en que se distribuye la información, en la especificidad de los activos y en la frecuencia en que ocurren las transacciones. Contempla el contrato como un acuerdo voluntario sobre los términos en que se va a realizar la transacción, lo que da lugar a procesos de negociación. Para él, la existencia de activos específicos, de contratos incompletos y de procesos de decisión adaptativos es lo que justifica la integración vertical de las empresas, las cuales al internalizar la producción actúan en sustitución del mercado.

2.  La cuestión de la tecnología: la digitalización

El otro supuesto que no contempla la Teoría Económica Neoclásica es el de la innovación tecnológica, de forma que el análisis del mercado se realiza considerando ceteris paribus el estado de la tecnología. El desarrollo de los avances informáticos, tecnológicos y de comunicación que se produce en los años 90 han propiciado la globalización de las transacciones al estar las economías nacionales conectadas en tiempo real. La economía de red analiza la cooperación no jerárquica basada en la confianza, donde la comunicación humana y las pautas de comportamiento determinan la capacidad de funcionamiento de una red, por cuanto el aprendizaje se basa en la apropiación y transformación de la información acumulada (6) . Las economías de red realizan las siguientes funciones: sirven de instrumento de búsqueda, reducen costes de búsqueda, permiten evaluar experiencias, fijan normas y estándares, proporcionan nuevas alternativas y reducen los riesgos de innovación.

El desarrollo de las tecnologías de la información y de la comunicación (en adelante, TICs) ha permitido, por una parte, disminuir los costes de información (7)  con su correspondiente repercusión en los precios y, por otra, ha propiciado la aparición de nuevos modelos de negocio basados en la generación y la explotación de la información, lo que ha provocado cambios profundos en los sistemas económicos y en las estructuras sociales.

En la economía capitalista tradicional el acceso a la información es muy costoso y requiere de una inversión inicial elevada: sólo si se opera a gran escala se alcanza la rentabilidad. Mientras que la economía digital se caracteriza porque la cantidad y la calidad de la información generada constituye su output y una vez creado éste se puede almacenar, transformar y transmitir a un coste muy bajo (en los negocios digitales el coste marginal tiende a cero).

Aun cuando cada mercado digital presenta características y operativas diferenciadoras, la OCDE (8)  identifica cuatro rasgos comunes de las actividades digitales:


	
1)  operan en múltiples jurisdicciones sin disponer de estructuras organizativas en ellas,

	
2)  utilizan activos intangibles: los datos constituyen el núcleo de la actividad,

	
3)  el negocio empresarial consiste en recoger, procesar y analizar datos para crear bases con objeto de su explotación económica, y

	
4)  la participación de los usuarios es un elemento fundamental.



En definitiva, la innovación tecnológica ha permitido la creación de redes sociales, que facilitan la comunicación entre miles de millones de agentes económicos, y el desarrollo de tecnologías on-line, que posibilitan la realización de transacciones entre demandantes y oferentes que no se conocen. Es precisamente el desarrollo de la economía de red la que ha dado una respuesta a los principales problemas de intercambio que surgen en los mercados tradicionales, como son los costes de búsqueda en que incurren los consumidores, la existencia de problemas de información (imperfecta y asimétrica) y la incapacidad de crear una organización para la explotación de los activos infrautilizados por parte de los propietarios individuales.

3.  Las plataformas digitales

Los problemas anteriores son solventados por los mercados inter pares, que son un modelo de red que permite la comercialización directa de productos y servicios entre consumidores y proveedores usando la tecnología como plataforma de intermediación. Consecuentemente, es esta plataforma on-line quien sustituye el rol desempeñado por la figura teórica del subastador walrasiano, que era quien dirigía la mano invisible del mercado de Adam Smith. Una plataforma económica es una tecnología que minimiza los costes de transacción y posibilita intercambios, es decir, la plataforma es un habilitador tecnológico que intermedia y coordina las transacciones de distintos grupos de usuarios (9) , esto es, las plataformas se convierten en meros intermediarios cuyo papel es desarrollar algoritmos para que los usuarios (pares) puedan interactuar. Precisamente, el valor de la plataforma depende positivamente del número de usuarios que utiliza la misma.

Las plataformas digitales generan economías de escala al abaratar los costes de información y de transacción. Por ejemplo, permiten a un particular convertirse en empresario y alquilar habitaciones de su vivienda que no usa. En este sentido, AirBnB permite a los propietarios de viviendas contactar con millones de consumidores potenciales, la comunicación entre oferentes y demandantes, formalizar el contrato de cesión y gestionar el pago. Además, las plataformas resuelven los problemas de confianza mediante la utilización de sistemas de búsqueda y sistemas de valoración y evaluación. Como afirman Einav, Farronato y Levin (10)  los mercados de plataforma se caracterizan por ser profundos y globales, al mismo tiempo que facilitan transacciones sencillas, rápidas, seguras y fiables.

Sin embargo, las economías de escala por el lado de la demanda pueden propiciar la aparición de mercados monopolistas u oligopolistas si el oferente pionero es capaz de crear barreras de entrada, de forma que la financiación necesaria para adquirir la tecnología disponible impida la consolidación de competidores. Los elevados costes de cambiar de plataforma y la existencia de barreras de entrada crean estructuras no competitivas en las que la percepción de los usuarios es lo que determina el éxito o el fracaso de las empresas existentes y de los nuevos competidores que acceden al mercado.

Los efectos de las externalidades de red describen situaciones en las que el consumo de una persona influye directamente en la utilidad de otra, ya sea de forma positiva o negativa. En concreto, las externalidades de red forman un tipo especial de externalidades en el que la utilidad que un individuo obtiene de un bien está relacionada con el número de individuos que lo consuman (11) , existiendo una masa crítica (cantidad mínima de personas necesarias para que un fenómeno concreto tenga lugar) de la que depende el desarrollo y consolidación del negocio. Es por ello que es frecuente observar políticas de fidelización de nuevos usuarios mediante la concesión de bonos de descuento o rebajas de precios.

Lo importante es que sin efectos o externalidades de red no hay plataformas multilaterales. Si existen externalidades indirectas de red, unos usuarios valoran más la presencia de usuarios de otro tipo, por lo que el valor de la plataforma para los usuarios de un grupo aumenta con el número de usuarios de otros grupos. Si se dan efectos cruzados de red, las ventajas que obtienen los usuarios de un lado dependen de la participación de los usuarios del otro lado. Ello explica por qué las plataformas se han convertido en fijadores de precios tanto de oferentes como de demandantes, de forma que se establecen distintos precios para distintos grupos de usuarios, es decir, existen precios asimétricos, según los cuales se emplea la parte menos elástica del mercado para subsidiar a la más elástica (12)  ya que de esta forma aumenta el beneficio al atraer a más usuarios rentables. Más concretamente, el negocio digital depende de cuatro factores: las economías de escala, el tamaño de las economías de red —directas e indirectas—, las asimetrías de información entre los participantes y las ventajas en costes marginales del tipo de organización elegida (13) . Por ejemplo, si aumenta el número de oferentes de viviendas en una red social se incrementará la demanda de usuarios porque piensan que encontrarán un inmueble que se adapte a sus necesidades, por lo que se elevará el bienestar de los arrendatarios en términos de excedente del consumidor al poder acceder al uso de ese bien.

Sin embargo, dado que en un mercado digital no existe una separación clara entre quienes son oferentes y quienes son demandantes —los usuarios pueden ser arrendadores o arrendatarios—, sesgar los precios puede desequilibrar la oferta y la demanda. Así, un precio de alquiler lo suficientemente alto puede elevar la preferencia por la propiedad, incluso con costes de propiedad elevados.

Una cuestión importante es ¿cómo se distribuyen los ingresos generados en las redes entre los agentes económicos implicados? En su origen, el efecto perseguido era permitir a individuos convertirse en microempresarios con capacidad para realizar contratos globales a través de una plataforma intercambiando o compartiendo activos no utilizados. Las TICs permitieron la disminución de las barreras de entrada al mercado —cualquier agente con poca inversión puede montar una empresa on-line— y flexibilizar el papel de los demandantes y oferentes al existir una mayor variedad de bienes disponibles con mejores condiciones de accesibilidad —se incrementa la eficiencia por el lado de la oferta y el bienestar por el lado de la demanda—. Sin embargo, la crisis que experimentaron las empresas tecnológicas en el año 2001 supuso la supervivencia únicamente de grandes empresas fuertemente centralizadas que controlaban los procesos colaborativos de red, lo que permitió «capturar de forma oligopolista la mayor parte del valor producido por la cooperación global (14) ».

Esta transformación introdujo la incorporación del ánimo de lucro en las plataformas digitales (15) . Estaríamos, pues, ante la presencia de empresas capitalistas globalizadas que incrementan su propio beneficio gracias a la colaboración de sus usuarios que en el caso de los demandantes (arrendatarios en el caso de la vivienda) soportan menores costes, y que en el caso de los oferentes (arrendadores) perciben alguna rentabilidad del uso compartido de sus inmuebles infrautilizados. Ahora bien, hay que tener en cuenta que el aumento de la eficiencia de los mercados digitales no se debe a una mayor competitividad sino a una disminución importante de los costes de transformación e información.

Si no existe ánimo de lucro nos encontraríamos ante una economía de consumo donde los usuarios de la plataforma comparten, colaboran y cooperan en la utilización de bienes y servicios, «recibiendo a cambio una compensación adecuada a su colaboración» (16) . En palabras del Comité Económico y Social Europeo (17)  «el consumo colaborativo o participativo representa una tercera ola de Internet, donde la gente se encuentra en Internet para compartir fuera de Internet». Bajo esta perspectiva, la información se transforma en un bien público (18) : cuanto mayor sea el número de participantes existen menores asimetrías (no rivalidad), mayores posibilidades de participar (no exclusión) y mayor beneficio (aumenta el valor añadido del bien). En consecuencia, cuando el objetivo final de una plataforma digital sea compartir con los usuarios tanto la propiedad como los beneficios obtenidos estaríamos ante una actividad económica que formaría parte de la Economía Social.

II.  La economía colaborativa ¿un nuevo paradigma económico?

1.  Definición y concepto

Aunque el término economía colaborativa fue utilizado por primera vez por Ray Algar en su artículo Collaborative Consumption, publicado en Report de abril de 2007, su uso comenzó a popularizarse en 2010 con la publicación del libro What´s Mine Is Yours: The Rise of Collaborative Consumption de Botsman y Rogers (19) . En España, el término de economía colaborativa se empezó a utilizar en el año 2012, inicialmente en el sector turístico y, posteriormente, se ha ido extendiendo a otros muchos sectores económicos, entre los que destacan el transporte y el mercado inmobiliario.

La economía colaborativa busca un uso más intensivo de los recursos disponibles, de forma que puedan acceder a ellos un número más elevado de personas a un menor coste y con una mayor utilidad, al ajustarse el intercambio mejor a sus necesidades. Como ya se ha puesto de manifiesto en el apartado anterior, los avances tecnológicos y de comunicación han reducido los costes de transacción, publicidad y búsqueda, así como los problemas de información asimétrica entre los agentes económicos, permitiendo la utilización de bienes infrautilizados.

El alquiler de activos infrautilizados no es un fenómeno económico nuevo, si bien el número de transacciones que se efectuaban era limitado por los altos costes de transacción y los problemas de información existentes, además del riesgo que suponían los intercambios entre individuos que no se conocían. Sin embargo, los avances tecnológicos, y en particular de las tecnologías de la información y de la comunicación, han permitido la aparición de mercados virtuales entre agentes económicos desconocidos cuyas transacciones mediante el uso de plataformas facilitan el ajuste entre la oferta y la demanda. Se crean así nuevos modelos de negocio en los que lo relevante es el impacto socioeconómico de la nueva forma de interactuar entre oferentes y demandantes. En este sentido, se puede hablar de la aparición de una nueva estructura de relaciones económicas, distinta al modelo tradicional, que obtiene sus recursos monetarios, o en especie, mediante el intercambio de activos infrautilizados, y que convierte simultáneamente al consumidor en productor y viceversa (proconsumers).

El modelo de negocio de las plataformas de la economía colaborativa es sustancialmente diferente del modelo de las empresas tradicionales. En la economía tradicional la propiedad de los medios de producción y la organización de los factores productivos son los factores determinantes. Sin embargo, en la economía colaborativa las transacciones de las empresas se centran en la prestación de servicios más que en la venta de bienes, por lo que la propiedad de los medios de producción deja de ser un elemento esencial y lo realmente relevante es el poder que tiene la plataforma para contactar con usuarios y proveedores finales del servicio, y a estos entre sí (20) .

El establecimiento y gestión de la plataforma es el núcleo sobre el que pivotan las relaciones triangulares de la economía colaborativa. La plataforma ejerce un control indirecto basado en incentivos económicos y en las evaluaciones de los usuarios, con discriminación de precios y efectos de escala, lo que le permite una gestión igual de eficaz que la de las empresas tradicionales, eso sí empleando activos que pertenecen a terceros. La cuestión que se plantea es que si la actividad económica se limita únicamente a proporcionar servicios de intermediación en la sociedad de información o, por el contrario, sus servicios van más allá. Así, por ejemplo, en el caso del transporte de viajeros, Uber no actúa solamente como «un mero intermediario entre pasajeros y conductores, sino que organiza y gestiona un sistema completo de transporte a petición del destinatario del servicio»; en el mismo sentido se pronuncia el TJUE al afirmar que la actividad de Uber «no responde a la calificación de "servicio de la sociedad de la información", sino a la de "servicio en el ámbito de los transportes"» (21) .

Las consideraciones anteriores ponen de manifiesto la dificultad de encontrar una única definición de economía colaborativa que sea generalmente aceptada, por lo que su delimitación es objeto de un intenso debate (22) . El concepto más amplio abarcaría a agentes económicos que desarrollan plataformas digitales que permiten intercambiar bienes y servicios; a partir de aquí surgen diferentes variantes: ¿se incluyen o no intercambios no basados en plataformas digitales?; ¿los intercambios se limitan a particulares o también se consideran las empresas?; ¿los servicios prestados son gratuitos o pueden ser remunerados? (23) 

La cuestión se complica cuando se consideran otros nuevos modelos económicos relacionados con el uso de plataformas de intercambio distintos a la economía colaborativa (collaborative economy), tales como economía compartida (sharing economy), economía de los pares (peer economy), economía de las plataformas (platform economy), economía de acceso (access economy), economía bajo demanda (on demand economy), cooperativismo de plataforma (platform cooperativism), economía circular (circular economy) o economía del bien común (common good economy) (24) .

A nuestro juicio nos parece acertada la definición que da la Comisión Europea (25)  sobre economía colaborativa como un modelo de negocio en el que las transacciones, generalmente entre particulares, se facilitan a través de plataformas digitales que crean un mercado abierto para el uso temporal de bienes y servicios que estaban infrautilizados, de forma que surge un mercado virtual que permite a los participantes compartir activos de forma sencilla, segura y fiable, mejorando el emparejamiento entre la oferta y la demanda. Esto es, la economía colaborativa se articula a través de modelos de negocios realizados mediante redes horizontales de participación comunitaria, basados en la confianza y que operan al margen de instituciones centralizadas. El papel de las plataformas consiste, concretamente, en disminuir los intermediarios, en introducir un sistema de pagos fiable y en generar información sobre las preferencias de los usuarios. Además, su beneficio puede ser doble: cobran por la intermediación ente proveedores y consumidores y venden a terceros la información de éstos.

Para la Comisión Europea la forma de financiar los servicios no es lo que determina el ámbito de una economía colaborativa. A estos efectos, no es significativo que los intercambios sean gratuitos, en régimen de costes compartidos o mediante una remuneración pactada. La característica fundamental que diferencia la economía colaborativa de la economía digital es que los bienes y servicios intercambiados no han sido creados para su comercialización sino que se encontraban infrautilizados u ociosos, y lo que se busca es obtener una rentabilidad con su cesión temporal. El objeto, por tanto, es el acceso temporal a determinados recursos, no la transmisión de la propiedad.

Otro elemento de importancia a tener en cuenta es el nivel de control o influencia que ejerce la plataforma sobre el prestador de servicios, ya que si éste es significativo la plataforma, además de un servicio de información (26) , estará prestando servicios subyacentes. Esta distinción es importante por cuanto el artículo 4 de la Directiva 2000/31/CE señala que los servicios de la sociedad informativa no pueden estar sujetos a autorización previa. A fin de comprobar la existencia o no de servicios subyacentes, la Comisión propone como criterios valorativos los cinco siguientes: la fijación del precio final, el establecimiento de condiciones contractuales, la propiedad de los activos, la asunción de riesgos de la prestación del servicio y la existencia de una relación de dependencia laboral entre la plataforma y el prestador del servicio.

En definitiva, los nuevos modelos de negocio de la economía colaborativa se basan en el establecimiento de relaciones contractuales triangulares entre las tres partes intervinientes: a) los prestadores de servicios (proveedores u oferentes), cuya función es la de colaborar, y que pueden ser particulares que actúan de forma esporádica u ocasional (pares) o empresarios (prestadores de servicios profesionales); b) los usuarios de los servicios (consumidores o demandantes), cuya función es la de compartir bienes y servicios; y c) los intermediarios, cuya función es la de cooperar, que actúan mediante una plataforma en red que internaliza los costes de transacción y conecta a oferentes y demandantes (plataformas colaborativas), mediante precio (comisión o tarifa de acceso) o no —ver esquema en la página siguiente—.

2.  Características de la economía colaborativa

Entre las características propias de la economía colaborativa se pueden destacar las siguientes (27) : el uso de plataformas en red en las que los usuarios pueden situarse en los dos lados del mercado; la tecnología es el elemento esencial del desarrollo del mercado (internet, TICs, big data…); la propiedad no se transfiere sino que se comparte el uso de activos de forma sencilla, rápida, fiable y segura; no se generan servicios para intercambiar sino que se utilizan activos que se encuentran ociosos o infrautilizados, de forma que el intercambio se produce cuando el propietario no está utilizando el activo; las transacciones son inmediatas y la duración del uso compartido es por un período de tiempo reducido.

La digitalización va asociada a cuatro tipos de plataformas: Consumer to Business (C2B), en la que los bienes y servicios son compartidos entre particulares pero a través de un negocio; Business to Consumer (B2C), en que la empresa facilita la plataforma de intermediación y además suministra los bienes y servicios obteniendo un beneficio por ello; Business to Business (B2B), en la que los participantes (oferentes y demandantes) son empresas y Consumer to Consumer (C2C o P2P), en la que los bienes y servicios son compartidos entre particulares y la empresa propietaria de la plataforma actúa solamente como intermediario, cobrando o no por esa tarea. De estos cuatro modelos, en sentido estricto solo encaja dentro del término economía colaborativa el modelo Consumer to Consumer (C2C o P2P), como se verá más adelante y cuyo esquema se reproduce a continuación.

MODELO C2C o P2P (Consumer-to-consumer) 

MODELO C2C o P2P (Consumer-to-consumer
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Para RIFKIN (28)  existe una nueva revolución industrial mediante la transformación de los medios de producción y, en particular, del papel y de las relaciones que desempeñan los agentes económicos. En el caso de SHY (29)  el éxito de una plataforma depende de las cuatro características siguientes: a) las necesidades de los usuarios deben ser compatibles y complementarias, b) el funcionamiento adecuado de la red demanda estándares consensuados, c) el crecimiento exige externalidades de red y economías de escala que permitan cubrir los costes fijos, y d) el mantenimiento de la red debe ser independiente del número de usuarios.

Por su parte SLEE (30)  describe la economía colaborativa como una nueva clase de negocios que genera un movimiento social basado en transacciones informales, y cuya característica más significativa es que contribuye a crear una comunidad en la que los individuos se convierten en microempresarios abandonando el rol de consumidores pasivos. Para él se pueden identificar dos dimensiones en la economía colaborativa: una, transacciones personales a pequeña escala a través del uso de un software libre elaborado por una red de iguales y compartido gratuitamente, «lo mío es tuyo», y otra, transacciones globales de sociedades que desarrollan nuevas tecnologías para eliminar competidores, «lo tuyo es mío». Slee ve como principal problema la implantación de un libre mercado en sectores sometidos tradicionalmente a una fuerte regulación, en el que los dueños de las plataformas persiguen unos objetivos de desregulación en su propio beneficio, generando «formas de consumo más abusivas que nunca».

3.  Retos de la economía colaborativa

Los retos de la economía colaborativa son el emparejamiento de oferentes y demandantes (inter pares), los precios y la confianza entre desconocidos. La economía colaborativa se enfrenta a una doble disyuntiva; por una parte, la información se encuentra dispersa y las preferencias individuales son heterogéneas, en consecuencia el diseño de la búsqueda debe ser atractivo y fácil; y, por otra parte, el éxito del mercado dependerá del grado de satisfacción de los usuarios con las experiencias obtenidas y del mantenimiento de costes de transacción bajos, en definitiva de la obtención de un alto grado de fidelización de los usuarios.

En numerosos casos de la economía colaborativa la oferta excede ampliamente a la demanda, lo que conduce a una especialización por productos que hace posible la segmentación y ajustes por el lado de la demanda, dirigidos a usuarios con necesidades específicas. Por ejemplo, el mercado de viviendas está caracterizado por la heterogeneidad tanto de los productos como de los agentes participantes —demandantes y oferentes—. Existe una tipología muy variada de inmuebles, lo que unido a la dispersión de las preferencias de los individuos y a la variedad de precios ofertados hace imposible establecer una ordenación única para el mercado de alquiler. Es por ello que en el caso de las viviendas colaborativas la mejor opción es la segmentación del mercado: los proveedores u oferentes cargan en la plataforma las características del bien ofertado y su precio individualizado; los usuarios acceden a la plataforma y revelan sus preferencias, lo que permite acotar la búsqueda; la plataforma les ofrece las distintas alternativas de la búsqueda individualizada realizada; y los usuarios eligen al proveedor que consideren más adecuado para sus intereses.

Como puede apreciarse del anterior esquema de funcionamiento, una de las características más significativa de la economía colaborativa es que los precios se determinan de forma descentralizada y son dinámicos (se personalizan en función de las características y diferencias que presente cada usuario potencial). Es decir, se asignan los precios a los diferentes productos aplicando una estrategia dinámica de diferenciación a cada cliente y en cada instante, en primer lugar, porque la transparencia del mercado tradicional ha desaparecido y, en segundo, lugar porque el nuevo contexto digital ha posibilitado el incremento exponencial de la información que las empresas poseen acerca de todos y cada uno de sus clientes.

En el desarrollo de la economía colaborativa es fundamental la confianza. Estos mercados promueven la confianza solucionando los problemas de información mediante la utilización de sistemas de verificación de la identidad, de instrumentos de evaluación y valoración y de mecanismos de reputación. A este respecto, Einav et al (31)  identifican como formas de crear confianza en las plataformas digitales el establecimiento de requisitos para operar (por ejemplo fotos de la vivienda), los sistemas de inspección (verificación de la identidad de los usuarios) y la reputación (evaluación de los usuarios).

Precisamente, la fiabilidad de las transacciones descansa en gran medida en las encuestas de satisfacción obtenidas mediante sistemas de puntuación a partir de las experiencias y sugerencias de los usuarios anteriores. Las valoraciones previas presentan una doble utilidad (32) : por una lado, disminuyen la asimetría en la información al convertir la reputación del proveedor en un elemento decisivo en la elección del servicio, y, por otro, influyen en el desarrollo de la plataforma aumentando su tamaño al atraer a nuevos proveedores y clientes si las valoraciones son positivas.

4.  Efectos de la economía colaborativa

Entre los efectos positivos que presenta la economía colaborativa cabe destacar: la reducción de las barreras de entrada (aumentan la oferta), el fomento de la competencia (en términos de precio, calidad y variedad) y el efecto disruptivo en los mercados (reducen costes de búsqueda y solucionan los problemas de información). En efecto, la mejora de la eficiencia y de la competencia reduce los precios, aumenta la calidad y variedad de los servicios prestados, fomenta la innovación, incrementa la productividad y permite la utilización de activos infrautilizados, aumentado con ello el bienestar.

El freno a su desarrollo aparece en mercados fuertemente regulados que cuentan con un marco institucional que impone un acceso restrictivo a nuevos operadores, y cuyo resultado es la limitación de la competencia. Los modelos de negocio que ha traído la economía colaborativa chocan frontalmente con el proteccionismo de los sectores económicos en los que desarrollan principalmente su actividad, como son el alojamiento y el transporte. En estos sectores los operadores tradicionales quieren seguir manteniendo su cuota de mercado y los nuevos operadores se enfrentan a restricciones severas, de forma que la captura regulatoria bloquea la expansión de este nuevo modelo de negocio. La evidencia empírica muestra que si se redujesen las barreras de entrada disminuiría el precio de los servicios prestados, por tanto, una regulación excesiva estaría disminuyendo el bienestar de los ciudadanos. Muchas normativas en vigor han estado justificadas y han sido diseñadas en el pasado para combatir los fallos de mercado, fundamentalmente de información; fallos que son los que concretamente resuelve la economía colaborativa, por lo que no tiene mucho sentido seguir manteniendo la reglamentación existente sino que se debe desarrollar un nuevo marco legislativo competitivo y eficiente (33) .

Pero no todo son ganancias en la economía colaborativa, también existen efectos negativos tanto de tipo pecuniario como de tipo tecnológico. La expansión descontrolada de la vivienda vacacional ha producido un incremento importante en el precio de las viviendas y ha retirado del mercado viviendas de alquiler para uso residencial, dificultando el acceso a una vivienda en el centro de la ciudad que antes era factible; este proceso se conoce con el nombre de gentrificación. Pero además, para Esteve (34) , la sobreexplotación que provoca la proliferación de pisos turísticos produce «la desvalorización de la propia ciudad como tal ciudad, es decir como valor de uso colectivo». En las principales ciudades europeas ya se pueden apreciar las consecuencias derivadas del libre acceso no regulado al alquiler de viviendas turísticas por parte de agentes económicos, cuyo único objetivo es buscar una rentabilidad económica sin preocuparse de las consecuencias que su comportamiento tiene sobre la viabilidad de dicho recurso. En este sentido, los propietarios particulares de viviendas destinadas a uso turístico se apropian privadamente de un valor de uso que es común a todos los residentes (el atractivo de la ciudad por sus monumentos, cultural gastronómica, vida social…), y ello sin someterse a regulación, control o fiscalidad alguna (35) .

No obstante, uno de los aspectos a mejorar en la economía colaborativa es la protección del consumidor en aspectos tan importantes como la responsabilidad del prestador de los servicios y la seguridad de que el servicio se va a prestar una vez pagado, así como aclarar la situación laboral de las personas que trabajan para las plataformas y su calificación —trabajo por cuenta ajena/dependiente o por cuenta propia/independiente—. Así, por ejemplo, en el caso de AirBnB los propietarios fijan los precios, gestionan reservas y se encargan de la limpieza; los clientes deciden de acuerdo con sus preferencias; y la plataforma aconseja, recomienda y hace de mediador de pago, por lo que los anfitriones no son empleados de la plataforma. Sin embargo, en el sector del transporte las cuestiones anteriores no están tan claras.

También se generan fuertes presiones urbanísticas y demandas de servicios públicos, como ha ocurrido en las principales ciudades europeas, en las que los políticos y los reguladores se han visto desbordados por la irrupción de la economía colaborativa.

III.  La dimensión de la economía colaborativa en Europa

La aparición de la economía colaborativa en la última década ha experimentado un desarrollo exponencial, traspasando la mera dimensión económica hasta convertirse en un fenómeno social: cada vez con más frecuencia los consumidores utilizan plataformas económicas como medio de satisfacer sus necesidades. Como señala Hamari et al. (36) , este fenómeno supone un cambio de paradigma en el sistema económico y el interés que despierta en la sociedad es cada vez mayor.

Como se ha señalado previamente, entre los factores impulsores de la economía colaborativa cabe destacar: la crisis económica, el uso de internet y la expansión de las redes sociales, y en su desarrollo son determinantes: la confianza, la capacidad ociosa y la tecnología, tal y como apunta Cañigueral (37) .

Según la Comisión Europea (38)  los ingresos brutos de las plataformas y proveedores colaborativos ascendieron en el año 2015 a 28.000 millones de euros, quintuplicándose respecto al año anterior en los principales sectores, con previsiones de alcanzar un tamaño entre 160.000 y 572.000 millones de euros en los próximos años. Desde el lanzamiento de AirBnB en el año 2008, el número de estancias acumuladas supera los 200 millones y Uber alcanzó en el mes de mayo de 2017 cinco billones de trayectos. Pero lo importante es que la economía colaborativa ofrece nuevas oportunidades que conducen a precios más bajos para los consumidores y permite a ciudadanos y empresarios ofrecer servicios de forma ocasional o profesional, contribuyendo al crecimiento económico y al empleo en Europa.

El Flash Eurobarometer 467, de abril de 2018 (39) , permite conocer cuál es la percepción, actitud y prácticas de los ciudadanos europeos sobre las plataformas de colaboración y los servicios ofrecidas por éstas en estos momentos.

El interés de los europeos por la economía colaborativa es significativo: más de la mitad de los ciudadanos europeos ha oído hablar de la economía colaborativa aunque sólo la cuarta parte los ha utilizado alguna vez (23%), uno de cada diez lo hace ocasionalmente (10%) y únicamente el 4% los usa de forma regular (al menos una vez al mes). La participación de los consumidores europeos en la economía colaborativa se incrementó un 35% en el último trienio 2016-2018. Sin embargo, el grado de participación varía mucho de unos países a otros: desde el 40% en Letonia al 17% en Portugal. De nuestros socios europeos (UE 15) Irlanda y Francia son los países europeos con un mayor grado de penetración (superior al 33%) mientras que Portugal, Austria, Italia y Bélgica se encuentran en el extremo opuesto (inferior al 20%). En España la tasa de participación es ligeramente superior a la media (24%).

El perfil del usuario europeo muestra que la participación en la economía colaborativa es más alta entre las generaciones más jóvenes, en consumidores con alto nivel de estudios, que viven en grandes ciudades y que son empleados o autónomos. El grado de satisfacción con los servicios es alto como demuestra el hecho de que nueve de cada diez usuarios de plataformas colaborativas las recomendaría (88%), encontrándose España entre los países que más recomendarían la utilización de la economía colaborativa (90%).

Por sectores, la vivienda (57%) —que incluye plataformas de alquiler y de intercambio de casas— es el sector más demandado seguido por el transporte (51%), mientras que los servicios profesionales o las finanzas colaborativas apenas tienen una tasa de acceso del 9%. España es el país europeo en el que más se han utilizado los servicios de alojamiento (69%).

Los encuestados señalan como ventajas que presenta la economía colaborativa frente a la tradicional: un buen acceso a los servicios (73%), las calificaciones de los usuarios (60%), los servicios son más baratos (59%) y el amplio poder de selección (56%). En el lado opuesto, la mitad de los encuestados señala como principal desventaja no conocer quién es el responsable en caso de que exista algún problema; otros inconvenientes están relacionados con la reputación: calificaciones engañosas (38%), el mal uso de datos personales (37%) y con la falta de confianza en el proveedor del servicio (34%). Únicamente el 2% de los consumidores europeos no encuentra ventajas en la economía colaborativa frente a la economía tradicional y el 15% afirma no encontrar desventajas.

Seis de cada diez ciudadanos europeos piensa que las plataformas colaborativas y los canales tradicionales son complementarios, es decir, que el uso de servicios ofrecidos a través de plataformas colaborativas no afectó a los canales tradicionales, mientras que un 32% cree que los canales colaborativos han reemplazado a los canales tradicionales, al menos de forma parcial. Concretamente, uno de cada tres consumidores europeos utilizan ambos canales en la misma medida, un 12% ha reemplazado totalmente el canal tradicional y otro 20% ha sustituido determinados servicios tradicionales por el uso de plataformas.

Se aprecia una fuerte desproporción entre los demandantes y los oferentes de servicios colaborativos: mientras que el 23% de los europeos ha sido usuario, únicamente el 6% ha ofrecido servicios a través de plataformas colaborativas (3% una o varias veces, 2% ocasionalmente y 1% regularmente). Más de nueve de cada diez europeos no ha ofrecido nunca un servicios a través de plataformas colaborativas (94%). En España el 24% de los ciudadanos han adquirido servicios a través de plataformas colaborativas frente al 7% que los ha ofertado.

La mayoría de los oferentes señala como razones para proveer los servicios: posibilidad de ponerse en contacto con consumidores potenciales, realizar un uso más eficiente de los activos disponibles y obtener una fuente adicional de ingresos. En concreto, la prestación de servicios a través de plataformas de colaboración constituye en nueve de cada diez proveedores una fuente de ingresos complementaria y sólo la décima parte declara que es su principal fuente de ingresos.

Aunque, los proveedores afirman no encontrar especiales dificultades, sí están preocupados por la cobertura legal y por la tributación de la prestación de servicios (22%). Tampoco se espera un importante crecimiento en los proveedores de servicios ya que un 19% se platea ofertar ocasionalmente en el futuro frente al 78% que no lo hará. En cuanto a los motivos por los que no ofrecen servicios a través de plataformas, la principal razón es la ausencia de tiempo o interés (64%), seguida por la carencia de conocimientos técnicos (31%), la falta de seguridad en los sistemas de reserva y de pagos (25%) y la falta de confianza en los usuarios (24%).

Por último, si consideramos el perfil usuario-proveedor tres de cada cuatro ciudadanos europeos no son ni usuarios ni proveedores de servicios a través de plataformas colaborativas; un 19% son solo usuarios, un 1% son únicamente proveedores y un 5% son, simultáneamente, usuarios y proveedores. Este perfil varía mucho en función del Estado miembro considerado; en España un 75% no son usuarios ni proveedores, el 18% son sólo usuarios mientras que el 1% son únicamente proveedores y el 6% actúan al mismo tiempo como usuarios y proveedores de servicios colaborativos.

Los resultados del Eurobarómetro se pueden completar con un estudio realizado por PwC (40)  en el año 2015. Según este estudio, se estima que en el trienio 2013-2015 se crearon al menos 275 plataformas de economía digital en los nueve principales países de la Unión Europea. Como promedio el 85% del valor de las transacciones constituyen recursos recibidos por los proveedores y, aunque los modelos de ingresos varían mucho entre sectores y dentro de los sectores, la mayor parte de las plataformas cobran una comisión fija o variable por sus servicios.

La vivienda es el segundo sector de la economía colaborativa por ingresos (32%) por detrás del transporte (46%), pero es el mayor sector si se considera el valor de las transacciones (54%), seguido a gran distancia por el transporte y las finanzas (18% cada sector). El valor mediano de los ingresos obtenidos por los proveedores se situó en 300 euros.

La principal motivación para participar en la economía colaborativa es el ahorro de costes (6 de cada 10 ciudadanos europeos) frente a aquellos ciudadanos que lo hicieron con fines comunitarios (4 de cada 10). Las motivaciones de ahorro fueron particularmente importantes para los consumidores en los países del sur de Europa y, en particular, en España e Italia.

IV.  Los primeros modelos de vivienda colaborativa

La crisis económica de 2007 ha producido un cambio en los patrones de consumo de las viviendas: en los últimos años se ha incrementado más la demanda del alquiler frente a la demanda de adquisición, entre otras razones, por las dificultades de acceso al mercado crediticio y la elevada parte de renta disponible que absorbe este último; ahora bien, las preferencias individuales siguen posicionándose a favor de la propiedad frente al arrendamiento. En definitiva, se trata de distribuir homogéneamente la renta disponible a lo largo del ciclo vital, fomentando el uso de activos inmobiliarios, de forma que aumente su eficiencia al compartir la utilización de viviendas infrautilizadas o desocupadas. Por segmentos de edad, la población más joven es la más activa en economía colaborativa, pero en materia de vivienda también se encuentran los individuos de mayor edad que ven la posibilidad de poder complementar sus ingresos y, en particular, sus pensiones de jubilación.

Dependiendo del modelo de vivienda colaborativa los usuarios pueden tener perfiles muy distintos: los propietarios pueden ser empresarios o particulares cuasiprofesionales; en ocasiones una misma persona actúa como consumidor que produce (prosumer) y los usuarios pueden ser profesionales, consumidores o pares. Como afirma Muñiz Espada (41)  «ya no es un consumidor que prefiere adquirir en propiedad, tampoco es necesariamente el destinatario del bien, es un consumidor que produce, que concurre con profesionales, es un individuo más "ambivalente", la información la obtiene en mayor medida por fuentes ajenas a las oficiales, puede ser un consumidor también financiador, prefiere las relaciones entre iguales C2C, y prefiere la resolución de sus conflictos por sí mismo».

En sentido amplio las experiencias en viviendas colaborativas se desarrollan a través de tres tipos de actividades claramente diferenciadas: el cohousing, el couchsurfing y los alojamientos turísticos colaborativos.

En materia de vivienda la primera experiencia colaborativa fue el Cohousing o covivienda, que nació en los años sesenta en Dinamarca y se extendió a otros países del norte de Europa y a Canadá y Estados Unidos en la década de los años 80, y más recientemente a nuestro país. Se trata de una solución habitacional, generalmente dirigida a personas mayores jubiladas que no quieren envejecer solas, donde coexisten espacios privados (la vivienda propiamente dicha) con zonas comunes y espacios compartidos con otros residentes (lavandería, cocina, comedores, peluquería, médico, salones, gimnasio…). Desde el punto de vista social se crea un fuerte sentimiento de comunidad con alta participación de los sujetos implicados, estableciéndose estructuras organizativas de colaboración y apoyo mutuo entre ellos. Los residentes no ponen en común sus rentas o patrimonios sino que contribuyen con las cuotas establecidas como pago de los servicios demandados por cada residente.

Entre las principales características que presenta el cohousing podemos señalar las siguientes: combinación de espacios privados y públicos, adaptabilidad a tipos sociales y contextos diferentes, autogestión, aprovechamiento de los recursos materiales, participación y naturaleza dinámica de los proyectos que se articulan en redes (42) .

En sentido estricto, según la Comisión Europea, el cohousing no sería economía colaborativa ya que su finalidad es compartir espacios comunes de vivienda para mayores y se caracteriza por ser una economía colaborativa off-line, esto es, que se produce sin necesidad de que exista una plataforma digital.

El modelo Couchsurfing, o coalojamiento de particulares en tu propia casa, nació en el año 2004 como una red comunitaria que comparte la gestión de alojamiento de forma comunitaria y gratuita, cuya finalidad es ayudar al viajero y facilitarle algún espacio donde dormir (cama, sofá, instalación de tienda de campaña…). En sentido estricto el couchsurfing tampoco sería economía colaborativa plenamente, sino más bien un consumo colaborativo ya que su filosofía es totalmente altruista y responde a la necesidad de conocer ciudades y personas, esto es, se asimila a una red de amigos virtuales.

El usuario se registra en la página de la comunidad (43)  con su perfil (foto, edad, género, ocupación, gustos e intereses y viajes recientes. A partir de aquí se reciben o se envían peticiones de alojamiento a la red común donde la confianza se basa en la honestidad de las personas, siendo necesario especificar las condiciones del alojamiento que se ofrece y el lugar donde se encuentra. La operación se cierra cuando ambas partes se ponen de acuerdo; no se cobra nada a los participantes, ya sean anfitriones o huéspedes.

Los alojamientos turísticos colaborativos son los que mayor crecimiento han experimentado en los últimos años dentro de la vivienda colaborativa. Los propietarios particulares ofrecen ceder una vivienda para su uso temporal por terceros a cambio de un precio utilizando plataformas online creadas al efecto; son las plataformas las que conectan al propietario (oferente) con el huésped (demandante). Se puede ceder tanto la residencia principal —tanto parcial o como completamente— o bien una residencia secundaria cuando ésta no se encuentre ocupada.

Según un estudio realizado por The Ostelea Business School of Tourism & Hospitality (44)  realizado en el año 2015, en España los alquileres de alojamiento P2P son extremadamente populares y representan aproximadamente el 25% del suministro total de habitaciones en España y casi el 50% de la capacidad en centros turísticos urbanos. Existe una gran variedad de plataformas de alojamiento colaborativo nacionales e internacionales, aunque en España el mercado está concentrado en tres grandes plataformas que representan el 65% del tráfico generado: AirBnB con 27%, seguido por HomeAway con 24% y Niumba con 14%.

Aunque AirBnB es una plataforma de alojamiento en línea peer-to-peer fundada en 2008 en los Estados Unidos, su principal actividad reside en Europa en estos momentos. De los casi dos millones de propiedades ofertadas en 191 países en todo el mundo, el 60% se encuentran en Europa y seis de ciudades europeas generan el 60% de los ingresos de la plataforma, destacando el caso de París. El modelo de ingresos funciona cobrando una comisión fija a los anfitriones y una pequeña tarifa de transacción a los huéspedes (viajeros).

La motivación de los anfitriones de AirBnB es generalmente generar ingresos adicionales que complementan sus ingresos o que ayudan a la conservación de la propiedad. Por su parte, los huéspedes buscan una mayor integración en la vida sociocultural del país que visitan al convivir como un residente local y, además, al ser los costes más bajos prolongan la estancia y pueden gastar más en otros servicios en comparación con los viajeros que se alojan en hoteles. Esto ha provocado que en grandes ciudades los alojamientos turísticos se hayan convertido en fuertes competidores de los establecimientos hoteleros tradicionales, fundamentalmente en precios.

La economía colaborativa tiene una mayor flexibilidad ante requerimientos de nuevos servicios ya que es mucho más rápido y sencillo modificar la oferta en función de los cambios de demanda puntuales. En este sentido, los establecimientos hoteleros no pueden incrementar su oferta a corto plazo pero en cambio sí lo pueden hacer los alojamientos turísticos. Entre los factores positivos que impulsan el uso de las viviendas colaborativas destinadas a viajeros se encuentran los siguientes: asignación más eficiente de recursos infrautilizados; ampliación y adecuación de la oferta a las preferencias de los demandantes; aumento de la competencia del sector entre modelos tradicionales y modelos colaborativos, lo que redundará en una mayor innovación y en nuevas estrategias de negocio; ajuste de los precios de los proveedores de alojamiento tradicional; y, mayor facilidad y rapidez de acceso a la información, con el consiguiente ahorro de costes de gestión.

La principal cuestión es si las plataformas son canales de distribución o van más allá, esto es, si los servicios prestados por éstas son efectivamente colaborativos o bien se trata de actividades empresariales o profesionales que permiten la obtención de beneficios. Un informe realizado por Ernst & Young España (45)  por encargo de Exceltur (organización de las principales empresas turísticas españolas) sobre los alojamientos turísticos de AirBnB y HomeAway concluye que la actividad que realizan estas plataformas no es economía colaborativa porque no ponen en contacto a personas que quieran compartir gastos de una casa o que quieran hacer intercambio de casas, sino que ponen en contacto a personas que quieren alquilar su casa para sacar rendimientos. Concretamente, del tráfico de estas plataformas sólo un 7% correspondía a viviendas de intercambio mientras que en el resto existía contraprestación económica (93%), por lo que se trataría de actividades económicas iguales a las de los establecimientos hoteleros.

Si ello es así, se produce una asimetría por cuanto los alojamientos colaborativos no están sujetos a los controles y registros que sí se exigen a los establecimientos hoteleros, pudiendo quedar desprotegidos los derechos básicos de los consumidores (seguridad, higiene y salud). Otro aspecto negativo a considerar es el incumplimiento de las obligaciones fiscales; muchas de estas actividades se encuentran en economía sumergida, estimando el informe citado anteriormente que las rentas pueden ascender a 2.054 millones de euros anuales, lo que conlleva un fraude impositivo cercano a los 432 millones de euros anuales. También es importante considerar el deterioro de la convivencia en barrios especialmente turísticos. En definitiva, la falta de regulación y la ausencia de tributación de los alojamientos colaborativos pueden dar origen a una fuerte competencia desleal.

Aun así, los expertos consideran que la economía colaborativa no sustituirá los mercados tradicionales sino que los complementará. Puede que incremente el tamaño del mercado existente porque se incorporen nuevos usuarios al existir mayor variedad en la oferta a precios más bajos, por ejemplo, personas que antes no viajaban y ahora lo pueden hacer. Por lo tanto, parte de crecimiento será a costa de la economía tradicional, parte por la incorporación de nuevos demandantes y parte por la reducción de la economía informal.

La evidencia empírica muestra que la economía colaborativa aumenta la elasticidad de la oferta: a medida que aumenta la capacidad de respuesta de la oferta a variaciones en la demanda, los precios fluctúan menos. En un estudio realizado en el año 2017 sobre el impacto de AirBnB (46)  se concluye que existió una disminución del precio por habitación, se generaron reacciones competitivas por parte de los hoteles tradicionales y aumentó la elasticidad de la oferta en los períodos en que la demanda es elevada al limitarse el poder para incrementar los precios en los periodos pico. Asimismo, el impacto fue distinto según el tipo de establecimiento: los hoteles de precios relativamente bajos y los independientes fueron los más afectados mientras que los más caros, las cadenas hoteleras y los especializados en congresos los menos afectados. Por su parte, Farronato y Fradkin (47)  aprecian porcentajes reducidos de caída de precios en los hoteles, al mismo tiempo que las economías de escala de las grandes cadenas hoteleras siguen siendo importantes.

V.  Conclusiones

A nuestro juicio, el nacimiento y rápido desarrollo de la economía colaborativa ha tenido un efecto disruptivo sobre los mercados y se ha convertido en una profunda tendencia socioeconómica, que está cambiando la forma de relacionarse entre los consumidores y los proveedores de servicios a través de plataformas digitales. Las plataformas crean artificialmente mercados: el éxito de las mismas será mayor cuanto mayor sea el número de oferentes y demandantes capturados. El crecimiento de una plataforma, y en consecuencia su éxito, dependerá de la profundidad del conocimiento que tenga de sus clientes, ofreciendo servicios diferenciados en función de las características específicas de cada segmento de usuarios.

Además, parte de la gran expansión de la economía de plataformas se apoya en la ausencia de regulación de los principales mercados en los que opera —el transporte de viajeros y los servicios inmobiliarios—, cuestionándose en este aspecto si desde el punto de vista legal estamos ante la presencia exclusiva de servicios informáticos, en cuyo caso no es necesaria la autorización previa, o, por el contrario, al ofrecer servicios subyacentes complementarios existiría una actividad económica sujeta a reglamentación.

A pesar de que la penetración de la economía colaborativa en Europa es aún pequeña (23% de los consumidores europeos la utilizó ocasionalmente y un 4% usó sus servicios al menos una vez al mes durante el año 2018), lo que es innegable es el potencial expansivo que presenta como lo demuestra su rápido crecimiento en los últimos años. Es por ello, que este nuevo enfoque debe considerarse como una oportunidad para que las economías europeas fomenten un crecimiento económico más sostenible, en el que se garantice la convivencia entre los mercados tradicionales y los mercados colaborativos.

La Comisión Europea es consciente de los retos importantes que el desarrollo de la economía colaborativa tiene tanto para los responsables políticos como para los reguladores, a fin de garantizar el correcto funcionamiento de unos mercados donde debe primar la transparencia, la información y la no discriminación. La innovación y la competitividad son los motores del crecimiento y la reglamentación de los nuevos modelos económicos requiere de una mayor coordinación y colaboración entre los Estados miembros.

A este respecto, la primera dificultad que surge es que no hay una definición uniforme de economía colaborativa ni tampoco una regulación concreta sobre su actividad. En el ámbito de la Unión Europea existe una amplia variedad de políticas regulatorias y fiscales, acompañadas por diferentes niveles y esfuerzos, fruto de la legislación adoptada individualmente por cada Estado miembro. Es por ello que, en aras al interés público, los requisitos de acceso a los mercados de todos los operadores (tradicionales y colaborativos) deben estar justificados y ser proporcionados en relación con las características específicas que presenta cada tipo de servicio. La protección de los usuarios (consumidores y proveedores) y de los trabajadores (nuevos tipos de empleo), así como el régimen fiscal aplicable a los servicios prestados por plataformas colaborativas constituyen aspectos cruciales que condicionan la reputación y el desarrollo de la economía colaborativa.

La Comisión Europea deja pocas dudas de sus preferencias acerca de la economía colaborativa: «Europa debería estar dispuesta a provechar estas nuevas oportunidades. La UE debería apoyar proactivamente la innovación, la competitividad y las oportunidades de crecimiento que ofrece la modernización de la economía» (48) .
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 I.  Introducción

Siguiendo el análisis de la economía colaborativa del capítulo anterior, señalar que la economía no es una ciencia estática, sino que, como su propio campo de estudio, está en continua evolución. Se trata de una ciencia que ha demostrado ser capaz de volver sobre sus propios pasos y actualizar sus paradigmas.

La feroz crisis que hemos padecido desde 2007 a nivel mundial ha traído como una de sus más crueles manifestaciones el importante incremento del desempleo y como consecuencia de ello muchos ciudadanos han tenido serias dificultades, cuando no imposibilidad, para adquirir bienes y servicios de consumo de precio alto y medio. Además, en este contexto de crisis económica, desde las instancias públicas se ha potenciado el emprendimiento como salida a esa situación de desempleo. El objetivo del emprendedor es generar su propio empleo, y el de otros, a partir de una idea de negocio innovadora.

Consecuencia de la crisis económica se ha producido también un cierto cambio en los valores sociales: la posesión es mejor que la propiedad. La reducción de la renta de los individuos ha conllevado a primar el uso y la utilización de los bienes y servicios frente a su posesión (1) . Además, también se ha replanteado el actual modelo de producción y consumo. El ritmo de producción vigente es insostenible. Los consumidores adquieren muchos bienes que no son utilizados en todas sus capacidades, son infrautilizados o dejan de utilizarse, y cuando un recurso no se está utilizando es basura (de acuerdo con los teóricos de la economía colaborativa).

Otro hecho a destacar en los últimos años ha sido la generalización del uso de las tecnologías de la comunicación (internet, redes sociales, plataformas digitales, etc.) y un sustancial abaratamiento de las mismas, lo que nos ha llevado de la comunicación local y regional a la comunicación internacional instantánea.

Todos estos aspectos han sido el caldo de cultivo para el nacimiento de una nueva forma de provisión de los bienes y servicios de consumo. Una nueva forma caracterizada no por la propiedad sobre esos bienes sino por compartirlos. Las ideas de colaborar y compartir cobran fuerza frente a la tenencia en propiedad. Estamos ante la economía colaborativa.

Estos fenómenos colaborativos se han extendido hoy en día a sectores productivos tan diversos como el transporte público, el turístico, el inmobiliario, el financiero, la alimentación, la educación o la logística, y, aunque su implantación es todavía reducida, se está ampliando a otros ámbitos como la salud, la generación energética, o las propias Administraciones Públicas.

Nos encontramos ante una realidad en constante evolución y, seguramente, con una alto potencial de crecimiento, y ello, fundamentalmente, por su estrecha relación con las tecnologías de la información y comunicación, en permanente desarrollo y que cuentan con la confianza casi ciega por parte de las nuevas generaciones, por los nuevos valores sociales que conllevan (respeto por el medio ambiente, las tres erres: reciclaje, reutilización y reputación, etc.), y, como señalábamos anteriormente, por su extensión a un número creciente de sectores.

Dado ese carácter expansivo y creciente, no resulta nada sencillo cuantificar el impacto económico de la economía colaborativa. Obviamente, los datos que señalamos a continuación son meras estimaciones pero que, sin embargo, nos pueden mostrar la importancia que está adquiriendo en nuestros días y como con el paso del tiempo está ganando cuotas de mercado significativas.

En 2015 se cuantificó el volumen de negocios de la economía colaborativa a nivel mundial en 15 mil millones de dólares, y las previsiones para 2025 sitúan dicha cantidad en 335 mil millones de dólares (y solo para los cincos sectores más importantes: alojamiento, transporte de personas, servicios para la vivienda, servicios profesionales y técnicos, y financiación colaborativa) (2) .

No obstante, otras fuentes son más generosas y cuantifican los ingresos de plataformas y proveedores colaborativos, solo para los países de la Unión Europea, en unos 28 mil millones de euros, con una previsión de crecimiento hasta los 572 mil millones en unos pocos años (3) .

A nivel nacional, se detecta la inexistencia de estadísticas oficiales sobre la actividad de empresas y plataformas de economía colaborativa en España, desconociéndose el grado de penetración y el peso de la economía colaborativa en los distintos sectores y en el conjunto de la economía nacional.

No obstante, no todos entendemos lo mismo cuando hablamos de economía colaborativa. Por ello, el primer paso en este trabajo ha de ser delimitar este concepto, para posteriormente adentrarnos en su implementación y como se están produciendo interferencias bidireccionales con el mundo jurídico.

Antes de intentar definir la economía colaborativa acometemos un breve recorrido histórico de este concepto. Existe un amplio consenso por parte de la literatura especializada en situar el nacimiento de la economía colaborativa en el trabajo de Ray Algar, Collaborative Consumption (4) , publicado en 2007 (5) .

Aunque realmente este concepto fue acuñado por Marcus Felson y Joe L. Spaeth en 1978 (6) , Community Structure and Collaborative Consumption: A Routine Activity Approach, fue con el artículo de Ray Algar cuando comenzó a popularizarse e indudablemente se generalizo su uso con la publicación del manual de Rachel Boston y Roo Rogers en 2010 (7) , por un lado, y el de Jeremy Rifkin en 2014 (8) , por otro.

La influyente revista Time, en su número de marzo de 2011, ya anunciaba en su portada que la economía colaborativa sería una de las diez ideas capaces de transformar el mundo. En la misma dirección, otras dos prestigiosas revistas de divulgación económica, The Economist y Forbes, dedicaron sendas portadas a destacar la importancia de este nuevo modelo económico.

A pesar de lo señalado en los párrafos anteriores, la economía colaborativa existe desde hace décadas, aunque con alguna característica distintiva (por ejemplo, experiencias circunscritas a ámbitos geográficos más limitados, a diferencia de lo que ocurre hoy en día en que gracias a los avances tecnológicos vivimos en una «aldea global»).

Entre esas experiencias previas podemos citar las siguientes:


	
—  El Useful Service Exchange (Reston, Virginia, 1975): en este caso se suplantaba la moneda legal por una unidad de pago consistente en unidades de tiempo.

	
—  La Community Exchange (Vancouver, 1976): similar al caso anterior.

	
—  El Local Exchange Trading System (Columbia Británica, 1979): se implementa una moneda paralela a la oficial y este sistema nace con vocación universal gracias a las novedosas, entonces, tecnologías de la comunicación.

	
—  Los Sistémes d´Echange Local (Francia, 1994): una extensión a la Europa continental de la experiencia anterior.

	
—  Los Bancos de Tiempo, experiencias que cobraron gran importancia en el Reino Unido en la década de los ochenta. Básicamente son un sistema de intercambio de servicios por tiempo. En estos casos la unidad de intercambio no es el dinero sino una medida de tiempo.

	
—  El sistema operativo Linux (1991) podemos incluirlo como un precedente de la actual economía colaborativa, pues sus usuarios están autorizados a compartir y modificar este software.

	
—  Ebay (California, mediados de la década de los noventa): esta empresa pone en contacto a diferentes consumidores para que alguno de ellos ofrezca a otros bienes que no está utilizando a cambio de un precio.

	
—  Zipcar (2000): el objeto de esta empresa es compartir el uso de vehículos sin conductor.

	
—  Wikipedia (2001): esta iniciativa de economía colaborativa se centra en otro campo, el conocimiento.

	
—  AirBnB (2008): plataforma creada para ofrecer alojamiento a terceros en casas particulares (9) .

	
—  BlaBlaCar: a través de esta plataforma se pone en contacto a potenciales pasajeros de un vehículo con un mismo destino el compartir los gastos de ese trayecto.

	
—  Uber (2009): el fin social de esta empresa es compartir vehículos pero con conductor.

	
—  Kickstarter (2009): inicialmente esta empresa estaba orientada al micromecenazgo de proyectos culturales.



En la actualidad, están constantemente apareciendo nuevas experiencias o casos de economía colaborativa, pero valgan los señalados como ejemplos y precursores de los hoy existentes.

II.  precisiones terminológicas y caracterización de la economía colaborativa

Como hemos destacado en el epígrafe anterior, el fenómeno de la economía colaborativa ha cobrado un protagonismo creciente en los últimos años y, paralelamente, su estudio también. Pero, ¿qué es la economía colaborativa?

De acuerdo con Botsman y Rogers, existen varias expresiones que comúnmente se utilizan como sinónimos cuando en realidad están expresando realidades diferentes. Así, en primer lugar, tendríamos la idea de economía colaborativa (collaborative economy) que englobaría todos aquellos intercambios en los que se produce casi una identificación entre productor y consumidor y existe una colaboración entre iguales conectados a través de una base tecnológica (10) .

Obsérvese que la característica definitiva no es la colaboración entre los participantes, pues de ser así todos los sistemas de producción con división y especialización en el trabajo serían un ejemplo de economía colaborativa. Es necesario una nota adicional: la conexión de esos participantes por medio de las nuevas tecnologías de la información y la comunicación (TIC).

Será esa segunda característica la que permite reducir los costes de transacción (lo que contribuirá a mejorar la productividad) y las asimetrías de la información (gracias a mecanismos de reputación generados por la opinión de anteriores clientes), así como generalizar determinados intercambios (11) .

Nadie cuestiona hoy en día que una característica esencial (sino la más) de la economía colaborativa es la existencia de plataformas digitales que conectan a proveedores y clientes, y por ello no son pocos los autores que hablan de economía de las plataformas para referirse a la economía colaborativa. Es más, en este sentido, no faltan autores que sostienen que el calificativo colaborativa está siendo utilizado erróneamente y que la expresión más adecuada sería la de economía de las empresas digitales de emparejamiento (digital matching firms economy) (12) . También la Comisión Europea entiende por economía colaborativa aquellos modelos de negocio en los que utilizan plataformas digitales para poner en contacto a proveedores y clientes (13) .

Además, merced a la (r)evolución de esas tecnologías, en los últimos años hemos pasado de compartir música, fotografías, películas, opiniones, etc. a compartir vehículos, viviendas, conocimiento, etc. Estas herramientas tecnológicas son capaces de generar la suficiente confianza entre extraños como para intercambiar bienes y servicios.

De acuerdo con la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (CNMC), la economía colaborativa es un nuevo modelo económico basado en el intercambio de bienes y servicios, que en otros casos permanecerían ociosos e infrautilizados, entre particulares, a cambio de una compensación pactada entre las partes (14) .

En suma, la economía colaborativa se refiere al conjunto de plataformas digitales que permiten el contacto entre proveedores de servicios y consumidores y, a lo largo de este trabajo, sostenemos que esta denominación engloba la totalidad del fenómeno analizado en la presente investigación (incluyendo todas las actividades recogidas en las siguientes acepciones).

Por su parte, el consumo colaborativo (consumption collaborative) es una parte de la economía colaborativa (15)  y consiste en compartir bienes y servicios, evitando la compra innecesaria de los mismos y generando un consumo más responsable socialmente y menos derrochador de los recursos escasos de nuestro planeta (esta última característica contribuirá a limitar los problemas medioambientales actuales mediante el empleo más eficiente de los recursos escasos).

El consumo colaborativo busca un consumo más intensivo de los bienes y servicios, consiguiendo el acceso a los mismos de un mayor número de consumidores, ajustándolo a las necesidades de cada uno, y a un menor coste. Objetivo muy loable pero no sencillo de alcanzar.

En suma, como señalan Bulchand y Melián (16) , la expresión consumo colaborativo ha de emplearse para aquellos casos en los que se produce una colaboración entre individuos dirigida a consumir bienes y servicios de una forma más responsable y sostenible.

Otra expresión utilizada en este contexto, y quizás la más empleada a nivel internacional, es la de economía compartida (sharing economy). Este modelo de intercambio consiste en compartir, con o sin contraprestación económica, bienes infrautilizados por sus propietarios.

Todos tenemos en mente ejemplos de economía compartida en los que existe un evidente ánimo de lucro, por ejemplo Uber o AirBnB. En estos casos nadie puede cuestionar la realización de un intercambio monetario como contraprestación a los servicios.

Y, junto a esos ejemplos, existen otros en los que se comparten bienes y servicios sin exigir contraprestación económica a cambio, por ejemplo Wikipedia. En este caso se comparte conocimiento sin esperar ninguna retribución económica a cambio. No obstante, habría que matizar esta afirmación, pues si bien no se da una compensación monetaria, no es menos cierto que las personas que comparten sus saberes se pueden sentir recompensadas por la satisfacción que les reporta esa actividad.

Una cuarta expresión utilizada en el fenómeno de la economía colaborativa es la de economía entre iguales (peer to peer economy). Con esta expresión nos referimos a aquellos casos en los que los bienes y servicios se comparten entre individuos que realmente se encuentran en una misma posición. Por ejemplo, las personas que se conectan a través de plataformas electrónicas que se dedican al intercambio de casas (17)  sí que serían peer to peer, ya que se requiere que ambos sujetos sean propietarios de una casa que pueden intercambiar. Mientras que, por ejemplo, las personas que se ponen en contacto a través de Etsy (18)  no están en situación de igualdad: uno elabora los productos artesanos y otro los adquiere y utiliza.

Por último, abordamos el concepto de economía bajo demanda (on demand economy). Con esta expresión aludimos a unos determinados servicios asociados a la economía colaborativa. Estaríamos ante una parte (la economía bajo demanda) del todo (economía colaborativa). En concreto, se trata de actividades en las que pretende la satisfacción casi instantánea de necesidades sentidas por los individuos mediante la prestación de determinados servicios (19) . Por ejemplo, hay personas que pagan porque les lleven a su domicilio la comida encargada en restaurantes (Deliveroo), o porque les hagan las compras (Instacart).

Llegados a este punto, reiterar que, de acuerdo con nuestra postura semántica, la expresión economía colaborativa engloba la totalidad del fenómeno analizado en la presente investigación, incluyendo todas las actividades recogidas bajo la denominación de consumo colaborativo, economía compartida, economía entre iguales y economía bajo demanda. No obstante, en no pocas ocasiones será necesario un análisis particular y detallado para poder catalogar a una determinada actividad como parte de este fenómeno.

Una vez realizadas esas precisiones terminológicas, y dando por bueno el concepto de economía colaborativa (venta, intercambio o cesión de bienes y servicios, fundamentalmente entre individuos (20) , a través de plataformas tecnológicas que posibilitan el contacto entre proveedores y consumidores), a continuación nos proponemos destacar las características básicas que han de reunir todas las actividades catalogadas como economía colaborativa para, posteriormente, acometer una clasificación de esas actividades.

En relación con las notas comunes de las actuaciones recogidas bajo el paraguas de la economía colaborativa, destacar las siguientes:


	
—  En este tipo de negocios suelen participar tres tipos de agentes: los proveedores de los bienes y servicios, los usuarios y consumidores de los mismos, y los intermediarios que, por medio de la plataforma digital, ponen en contactos a los dos anteriores.Tradicionalmente los proveedores de bienes y servicios eran empresas, pero en estos intercambios suelen ser realizados por personas más que por empresas. No obstante, con el desarrollo de este fenómeno, empresas ya existentes en los mercados están utilizando las posibilidades que ofrecen las plataformas de intermediación para vender sus productos.

Los proveedores suelen trabajar a tiempo parcial y exceder en número a los consumidores.



	
—  Las transacciones no implican cambio de propiedad y pueden tener o no ánimo de lucro.En estos nuevos modelos de intercambio se permite a los consumidores el disfrute del uso de los bienes y servicios con su posesión temporal, sin necesidad de comprarlos y adquirir su propiedad. Por tanto, la economía colaborativa está cambiando los patrones de consumo (de la propiedad a la posesión).



	
—  Utilización de plataformas digítales. En el desarrollo de la economía colaborativa, como ya hemos repetido, han contribuido decisivamente las plataformas digítales, pues permiten la contratación instantánea entre múltiples consumidores y proveedores.Fundamentalmente internet y la generalización de ciertas aplicaciones de los dispositivos móviles han contribuido a la implantación de nuevos modelos de intercambio, a la satisfacción de las necesidades de los usuarios casi de manera instantánea y, consecuentemente, a la expansión de la economía colaborativa. Por lo que estos factores tecnológicos son clave para entender el cambio de los patrones de consumo.

La utilización de este tipo de plataformas de intermediación ha supuesto también un incremento considerable del tamaño de los mercados.



	
—  Presencia de valoraciones previas. En muchas de los intercambios económicos tradicionales aparece el problema de la información asimétrica entre las partes (normalmente el vendedor tiene más y mejor información sobre el producto intercambiado). Este fallo del mercado, pues conlleva una ineficiente asignación de recursos, ha justificado la intervención regulatoria del Estado.En el caso de la economía colaborativa este problema se mitiga sustancialmente merced a las valoraciones previas de los usuarios que ya han utilizado o adquirido esos productos, creando sistemas de reputación que generan confianza entre los nuevos clientes en cuanto a los productos ofertados y al mismo oferente.

Los nuevos usuarios pueden acceder libre y gratuitamente a las valoraciones de clientes anteriores y ellos mismos realizarán sus valoraciones que retroalimentaran el sistema.

Estas herramientas reputacionales instaladas en las plataformas digitales suministran información acerca de las características de los productos, paliando en gran medida el problema de la información asimétrica, que podrá ser utilizada tanto por nuevos usuarios como por la misma plataforma.

En suma, aunque se pueden perfeccionar, estos sistemas de reputación, a través de los que los clientes valoran los productos que utilizan, generan confianza y contribuyen al crecimiento y consolidación de las plataformas colaborativas, siendo un auténtico motor de la propia economía colaborativa.





Junto a estas características básicas, otros autores señalan que estos nuevos modelos de intercambio permiten emparejar más eficientemente la oferta y demanda de muchos productos, abarcan nuevos ámbitos de actuación, favorecen la innovación, acaparan gran atención entre los consumidores, etc.

En cuanto a la clasificación de las actividades que se caracterizan como economía colaborativa, siguiendo a Rachel Botsman en una charla impartida en 2010 (21) , podemos distinguir entre los siguientes tipos de economía colaborativa: sistema basado en el acceso a productos, mercados de redistribución y estilos de vida colaborativo. Nos detendremos muy brevemente en cada uno de ellos.

En el primero, sistema basado en el acceso a productos, básicamente se trata de pagar por la utilización de un producto sin la necesidad de comprarlo (por ejemplo, compartir un coche entre varios usuarios para realizar un mismo trayecto). En estos casos estamos utilizando un bien o servicio sin ser propietarios del mismo (por ejemplo, el alquiler de coches por horas) o al menos no somos propietarios al 100% (por ejemplo, la copropiedad de vehículos).

Esta modalidad de intercambio, cuyo principal objetivo es un mejor aprovechamiento de esos bienes y servicios y merced a la (r)evolución de las TIC, muy especialmente de internet, se está expandiendo a otros productos: música, ropa, obras de arte, etc. Pero para ser sincero, no se trata de algo totalmente nuevo. En la propiedad horizontal, por ejemplo, se comparten determinados elementos, superando el concepto de propiedad privada.

En los mercados de redistribución se trata de actividades dirigidas a redistribuir los bienes usados o adquiridos de donde ya no se necesitan hacia algún lugar o alguien que sí los necesita, optimizando de este modo la vida útil de esos bienes. En estos supuestos estamos dando una segunda oportunidad a determinados bienes y servicios, les buscamos, por así decirlo, una segunda vida.

Esta redistribución puede ser gratuita en algunos casos (por ejemplo, No Lo Tiro), en otros casos sí que hay contraprestación económica (eBay).

Y en el tercer sistema de economía colaborativa al que nos referíamos, los estilos de vida colaborativos, se comparten servicios o bienes intangibles, como el tiempo, el espacio, las habilidades, etc. (ejemplos: coworking, bancos de tiempo, Fon, etc.). En este caso buscamos que la gente comparta no ya productos sino experiencias, proyectos, recursos, etc.

Por su parte el Comité de las Regiones (22)  diferencia entre cuatro tipos de economía colaborativa:


	
—  La «economía de acceso» (access economy), implica la posibilidad de acceder a bienes y servicios, no la propiedad. Es más un uso que una adquisición (ejemplos: AirBnB, Parquex, Freecaravan, etc.).

	
—  La «economía de los trabajos ocasionales» (gig economy), para iniciativas basadas en trabajos ocasionales cuya transacción se hace a través de plataformas digitales (ejemplos: Handy, Etsy, Deliveroo, etc.).—La «economía inter pares» (peer economy), es decir, iniciativas que fomentan un enfoque inter pares, implican a los usuarios en el diseño del proceso de producción o convierten a los clientes en una comunidad (ejemplos: Intercambiodecasas, Haztruequing, Trocup, etc.).



	
—  La «economía de puesta en común de los bienes de utilidad pública» (commoning economy) para aquellas iniciativas de propiedad o gestión colectiva mediante plataformas digitales.



Existen otras clasificaciones basadas en criterios distintos (en el objeto intercambiado, por ejemplo), e incluso se podría clasificar la economía colaborativa en función del sector económico afectado, que es lo que haremos en el siguiente epígrafe, abordando especialmente el caso de la vivienda.

III.  Principales sectores económicos afectados

En la presente sección analizamos los sectores económicos (tradicionales) en los que se ha producido una mayor penetración de la economía colaborativa.

Como ya señalamos en la introducción de la presenta investigación, los sectores económicos con mayor presencia de la economía colaborativa han sido: vivienda, transporte, sector financiero y otros servicios. Aun cuando analicemos todos ellos, nos centraremos en el primero y, al menos, mencionaremos otros más incipientes en los que se detecta una cierta potencialidad.

1.  Sector de la vivienda

Uno de los ámbitos con más desarrollo de la economía colaborativa ha sido sin duda alguna el alojamiento, y más concretamente el alojamiento temporal.

Dada la importancia del sector turístico en nuestra economía y la generalización del uso de internet, el mercado del alquiler vacacional ha tenido un desarrollo exponencial en los últimos años (23) .

Debemos tener en cuenta, además, que se ha producido un cambio sustancial en los hábitos vacacionales de muchos turistas, sustituyendo la estancia en hoteles por el alquiler de casas, apartamentos o habitaciones de particulares.

La explicación de estos cambios en la conducta de las personas cuando emprenden un viaje no es única. Parece que una de las razones más importantes sea el precio del servicio del alojamiento, pero junto a ella tenemos la reducción de los costes en su búsqueda, la reducción de la información asimétrica, aumento de la oferta, mayor libertad e intimidad para los usuarios, etc.

La aplicación de la economía colaborativa a este sector conlleva un mayor aprovechamiento de estos inmuebles, con la consiguiente mejora de eficiencia productiva, y un mayor nivel de satisfacción para los usuarios de esos servicios.

Sin embargo, no faltan críticas a este boom de la economía colaborativa en el sector de la vivienda. Hay quienes achacan a este hecho el incremento «desmesurado» del alquiler de la vivienda en ciudades como Barcelona y Madrid (con un aumento del 33% y del 43%, respectivamente, en los últimos cinco años). Se señala también que las principales plataformas colaborativas de estos sectores priorizan los beneficios sobre la calidad de los servicios prestados y que este nuevo modelo de negocio está produciendo la expulsión de la población residente (gentrificación). Aun reconociendo la existencia de estos problemas (incremento del precio de los alquileres y gentrificación) creemos excesivamente simplista achacarlos a una única causa: la llegada de la economía colaborativa a la vivienda. Es más, seguramente no solo no es la única causa, tampoco es la más importante, pues puede que sea el aumento de la demanda y reducción de la oferta.

El caso más típico de economía colaborativa en el alquiler de alojamientos turísticos lo constituye AirBnB, con una presencia en casi 200 países y más de 30 mil ciudades (24) . A través de una plataforma digital se pone en contacto a agentes (anfitrión) que ofrecen en alquiler sus viviendas (primera o segunda, y en su totalidad o solo algunas habitaciones) con turistas (huéspedes) que buscan un alojamiento turístico distinto a los hoteles tradicionales. AirBnB llevaría a cabo un acuerdo de intermediación con el anfitrión y el huésped, y cobrándoles por ello. Posteriormente, entre esas partes se establecerá el oportuno contrato de arrendamiento.

En la actualidad, existen otros ejemplos de economía colaborativa muy parecidos al de AirBnB, intercambiodecasas o homeexchange, por ejemplo. En estos dos últimos casos, a diferencia del anterior, los propietarios intercambian sus viviendas, no hay distinción entre anfitrión y huésped y, por tanto, no existe transacción monetaria entre esos agentes. Las empresas que facilitan estos servicios suelen cobrar una cuota anual a los usuarios que les otorga la posibilidad de utilizar esta plataforma.

Otra modalidad sería el ejemplo de couchsurfing. La característica más distintiva es que en este caso los alojamientos en viviendas de terceros se realizan sin ninguna contraprestación económica, de forma gratuita, e inicialmente couchsurfing no cobraba nada a sus usuarios.

Otro ejemplo de economía colaborativa aplicada a la vivienda lo constituye el cloud housing o cohousing, a través de la cual se combinan los espacios privados (los pisos o apartamentos) con espacios o servicios comunes (lavandería, guardería, arreglos domésticos, etc.), pagando por estos últimos (en dinero o tiempo) en función de su uso.

Muchas otras plataformas digitales siguen modelos parecidos a los descritos en párrafos anteriores: Nightswapping (intercambio de alojamientos durante las noches), Bemate (asociado a servicios prestados por hoteles cercanos geográficamente a las viviendas), Kidandcoe (para familias con niños), etc. Y las hay quienes ofrecen alojamientos de otra índole: Hipcamp (lo que se ofrece es un alojamiento en campings), Barcoamigo (para pernoctar y salir a navegar en barcos), y, por ejemplo, Yescapa (para alojarse en caravanas).

No nos detendremos en ello, pero también existen otros casos de economía colaborativa en el sector inmobiliario en los que lo que se comparte no es un alojamiento, sino una plaza de garaje (Wayra, Aparcaya, Parkatmyhouse, etc.) o espacios de oficinas (se comparte el lugar físico de trabajo y otros recursos y servicios asociados a esos espacios).

2.  Sector del transporte

Junto con el sector de la vivienda, el sector del transporte ha sido uno de los más afectados por la incorporación de la economía colaborativa. Uber (personas que se ofrecen a otras para transportarlas en sus coches privados a cambio de una retribución monetaria) y Blablacar (una persona que realiza un desplazamiento por carretera con su coche se lo ofrece a otras para compartir gastos) son dos empresas cuya notoriedad y publicidad reciente han hecho que la idea de la economía colaborativa llegue al público en general.

El impacto de estas nuevas empresas, y otras similares, sobre el sector de transporte y, fundamentalmente, sobre las empresas tradicionales es lo que las ha otorgado un amplia popularidad, aunque no siempre positiva (25) .

El uso generalizado de plataformas digitales móviles y la aparición de nuevas figuras contractuales que posibilitan la contratación instantánea de servicios de transporte ha reducido considerablemente el poder de mercado de los taxistas, mejorando consecuentemente el nivel de eficiencia de esos servicios. Obviamente, dicha posibilidad no ha sido vista con buenos ojos por los agentes económicos que dominaban esos mercados.

En el ámbito del transporte podemos diferenciar entre los siguientes casos de economía colaborativa:

En primer lugar, empresas de servicios a través de las cuales se conectan profesionales del transporte con demandantes de ese servicio, cobrando la correspondiente comisión por facilitar esa conexión. Las plataformas más conocidas serían Uber (los clientes solicitan un desplazamiento, normalmente urbano, y la plataforma les pone en contacto con el conductor físicamente más próximo), Lyft (el máximo competidor de Uber), Cabify (especializado en vehículos de gama alta), Wingz (transporte al aeropuerto), Shuddle (especializado en niños), etc.

En segundo lugar, plataformas cuyo objetivo es poner en contacto a personas que tienen que realizar un trayecto muy similar para compartir los gastos de ese desplazamiento. En esta segunda modalidad los conductores no buscan una retribución, sino ahorrar gastos. El caso más conocido es Blablacar que conecta personas con origen y destino similar. Otros ejemplos serían Rallybus (plataforma que pone en contacto a personas que desean compartir un autobús para dirigirse a un evento musical o deportivo), Blablalines (en este caso los conductores establecen un trayecto con varios puntos de recogida y los usuarios escogen donde ser recogidos y hasta donde), Chariot (generalizado en Estados Unidos y utilizado para trayectos desde residencias rurales o semiurbanas a centros de trabajo urbanos), etc.

En tercer lugar, plataformas que permiten el alquiler de vehículos entre particulares. En estos casos, los propietarios de estos vehículos alquilan sus coches cuando no los necesitan; así, Easycarclub, Amovens, Drivy, Ridelink, etc.

Lo visto hasta el momento en el sector de transporte se refiere exclusivamente a coches, y en algún caso autobuses, pero existen otras prácticas de economía colaborativa referidas a otros vehículos: Spinlister (bicicletas), Sailo (barcos), Jetsmarter (aviones privados), Skybus (microbuses), etc.

En el caso de la economía colaborativa aplicada al sector del transporte existe una encendida polémica acerca de si realmente estamos dentro o fuera de economía colaborativa. Son varios los ejemplos señalados líneas arriba en los que los servicios son prestados por empresas con fines lucrativos, mientras que en otros casos la finalidad última no es la búsqueda de un beneficio sino la de evitar la infrautilización de esos vehículos. En estos últimos casos la literatura se refiere a ellos con la expresión de movilidad compartida y no hay duda de su pertenencia a la economía colaborativa (26) . Muchas más dudas se plantean en casos como Easytaxi (plataforma que pone en contacto a taxistas con potenciales usuarios) o Mytaxi o Hailo (que también funcionan como servicios de intermediación entre taxistas y clientes).

3.  Sector financiero

La crisis económica de 2007, muy especialmente las dificultades para encontrar financiación, ha sido un excelente caldo de cultivo para el florecimiento de prácticas colaborativas en los mercados financieros. Estas nuevas plataformas han complementado a la actividad prestataria llevada a cabo tradicionalmente por los bancos.

La generalización de este tipo de economía colaborativa (préstamos colaborativos) no está resultando tan sencilla como, por ejemplo, compartir un coche para realizar un mismo trayecto, pues todavía somos bastante reacios a prestar dinero sin garantías bancarias.

Junto a los préstamos colaborativos se están implementando, con bastante éxito, otras prácticas de economía colaborativa; así, el crowdfunding (la financiación colectiva) y las monedas digitales (bitcoins). De estos tres casos de economía colaborativa a continuación analizamos los dos primeros, pues el tercero se escapa del ámbito de estudio de este trabajo.

En el mercado financiero se han establecido recientemente sistemas que permiten el préstamo de particulares a empresas (Grow.ly), y el préstamo entre particulares (Crosslend o Zopa). No igual, pero si parecido, es el caso del intercambio de divisas. En este caso se establece el intercambio de esas divisas entre particulares (Weswap) y entre empresas (Kantox) sin necesidad de participación de los bancos, ahorrándose las comisiones correspondientes.

Más extendido que el anterior es el caso del crowdfunding. La idea que subyace en este sistema es que las pequeñas aportaciones de muchos permiten recaudar fondos suficientes para poner en marcha un determinado proyecto. La contribución de internet a esta forma de financiación es indudable, pues permite dar a conocer un proyecto determinado con los potenciales financiadores, por eso se habla de préstamos privados online.

Ejemplos de este último tipo de plataformas son Kickstarter, Indiegogo, y Crowdfunder. Se trata, por así decirlo, de plataformas especializadas en financiación colectiva generalistas, en cuanto financiarían proyectos de cualquier tipo. Sin embargo, existen otras plataformas dedicadas a proyectos específicos; así, Verkami (diseño y creativos), Appsplit (aplicaciones para móviles), Gambitius (videojuegos), Housers (sector inmobiliarios), Bihoop (cualquier proyecto que requiera aportaciones mínimas de mil euros), etc.

A través de estos sistemas se suele financiar proyectos con alto riesgo, que precisan poca financiación, y con escasa o nula rentabilidad a corto plazo, por lo que no resultan invasivos para la banca tradicional, más bien complementarios.

El funcionamiento de todas esas plataformas es muy similar: el emprendedor necesitado de financiación presenta la documentación del proyecto a financiar a la plataforma para que lo exponga públicamente, informando acerca de las necesidades de financiación y de las rentabilidades, posteriormente la plataforma ingresa a favor del emprendedor el dinero recaudado salvo una comisión (entorno al 4%).

4.  Sector servicios

En este apartado nos centramos, por un lado, en los servicios profesionales y, por otro lado, de forma más genérica, mencionaremos otros servicios.

En lo referente a los servicios profesionales, se trata de plataformas que ponen en contacto a determinados profesionales con individuos o empresas que demandan dichos servicios.

Como ocurre con otros sectores afectados, en este caso las plataformas facilitan el contacto entre quienes ofrecen unos servicios y los que los demandan, suministran confianza acerca de esos prestatarios de servicios, también instantaneidad y ubicuidad.

Existe una amplia gama de servicios prestados por medio de estas plataformas: tareas domésticas (Taskrabbit, Multihelpers, Jobmapp, etc.), tareas más especializadas (Joyners, para el cuidado de personas mayores, Benditacocina, para cocinar en casa, Easyoffer, para abogados, Takelessons, para clases particulares, etc.), micro-tareas (para la realización de tareas sencillas y de muy corta duración, como Crowdflower y Amazonmechanicalturk) tareas virtuales (Upwork, Hopwork, Peopleperhour, Popexperts, etc.), etc.

La economía colaborativa se ha implementado para otros servicios; así, para el cuidado de mascotas (Gudog), en los bancos de tiempo (son sistemas de trueque en los que la moneda de cambio es el tiempo y no el dinero), en la logística (plataformas para compartir maleteros de coches —Shipeers—, contenedores marítimos, espacio de almacenamiento físico —Roost— transporte de mercancías por carretera, etc.), en el ámbito del conocimiento (Wikipedia), ventas entre particulares (Ebay, Wallapop, Etsy, Poshmark, Trocatlon, etc.).

IV.  El futuro de la economía colaborativa: principales retos y desafíos

La economía colaborativa es un fenómeno relativamente joven, pero imparable. No merece la pena entrar en disquisiciones normativas acerca de la bondad o no de esta realidad, resulta más enriquecedor analizar cuáles son las cuestiones a resolver de esta realidad incipiente.

Por ello, el presente epígrafe se centra en analizar los principales retos y desafíos a los que se enfrenta, en la actualidad y en el futuro más cercano, la economía colaborativa. Indudablemente no son pocos, pero nosotros nos detendremos en el estudio de los tres más importantes: la regulación (con especial énfasis en aspectos fiscales, laborales y de responsabilidad), el papel del consumidor (cambio de rol, privacidad, reputación, etc.), y la posible pérdida del sentido último de la economía colaborativa.

Muchos de los mercados analizados en la sección anterior presentan una carencia de regulación, o al menos una regulación insuficiente, lo que genera una evidente desigualdad entre la economía tradicional y este tipo de actividad económica. Además, estos nuevos modelos de negocio presentan características propias que hacen que la aplicación de la normativa existente sea un auténtico reto y exigen la necesidad de revisar dicha legislación por parte de los poderes públicos. Por ello, se suele argumentar la necesidad de regular no solo estos nuevos mercados sino de aprovechar este cambio normativo para renovar la legislación aplicable a los mercados tradicionales. Obviamente, si la economía colaborativa conlleva ventajas y desventajas para el conjunto de ciudadanos, la regulación acometida por las Administraciones Públicas deberá potenciar las primeras y limitar las segundas.

La inexistencia de una legislación adecuada puede constituir una barrera de entrada de nuevos operadores a estos mercados y, en último término, propiciar el surgimiento de monopolios en esos mercados. Por otra parte, las empresas tradicionales acusan a los nuevos operadores de competencia desleal por la falta de regulación aplicable, máxime cuando los primeros están sujetos a una ingente normativa.

A la hora de enfrentarse a la falta de regulación de la economía colaborativa la respuesta puede ser diversa: directamente la de su prohibición, y así se daría gusto a los representantes de las empresas tradicionales afectadas por la llegada de la economía colaborativa; aplicar la legislación general que se está aplicando a las empresas tradicionales de esos sectores económicos; o legislar ex novo para los nuevos operadores. Algunos autores han propuesto como solución intermedia aprovechar esta falta de regulación de estas nuevas actividades para simplificar la normativa existente para los sectores tradicionales, facilitando simultáneamente su aplicación a los supuestos de la economía colaborativa (27) .

En materia de regulación, quizás la primera idea a destacar es que no existe una única solución regulatoria para toda la economía colaborativa, sino que debemos buscar una solución distinta para cada sector, pues no es lo mismo regular en materia de crowdfunding que en temas de coworking, por ejemplo.

Admitiendo esa premisa, vamos a intentar señalar unos principios e ideas que sirvan con carácter general para todos los sectores en los que se implementa la economía colaborativa.

Parece que no sería demasiado exigente demandar una regulación que al menos vele por la protección de los consumidores, que respete el cumplimiento de las normas fiscales y laborales, y que no limite la flexibilidad propia de la economía colaborativa.

En lo relativo a la protección de los consumidores, es necesario que todas estas actividades que englobamos bajo el concepto de economía colaborativa respeten el cumplimiento de las obligaciones referentes al uso y protección de datos personales. Ya adelantamos como el sistema de reputación en los servicios prestados por las plataformas se basa en mostrar y verificar que realmente eres quien dices ser. Esta verificación podría contravenir la privacidad de los usuarios, pues quedaría expuesta a terceros no solo sus opiniones con relación a esas actividades sino sus propios perfiles. De ahí que la regulación en esta materia delimite correctamente estos dos aspectos: la privacidad del consumidor y el sistema de reputación utilizado.

El artículo 14 de la Directiva comunitaria sobre el comercio electrónico establece que las plataformas colaborativas están en principio exentas de la responsabilidad de la información que almacenan. Sin embargo, entendemos que esta exención no es aplicable al caso que nos ocupa, pues en la economía colaborativa las plataformas electrónicas desempeñan un papel mucho más activo con relación a la información que almacenan que otras plataformas digitales (28) .

La falta de regulación puede generar también indefensión de los consumidores ante potenciales comportamientos abusivos por parte de esos nuevos operadores. Es preciso que se regule adecuadamente el régimen de responsabilidad de las plataformas de economía colaborativa. En principio las plataformas de economía colaborativa estarían sujetas a la responsabilidad del prestador de servicios de la sociedad de la información recogida en la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y de comercio electrónico. Sin embargo, los operadores que participan en los nuevos nichos de mercado parecen tener un mayor grado de responsabilidad ante potenciales problemas, pues su función no es la de un mero intermediario digital. Poseen un mayor control sobre la actividad en cuestión que la que pudiera tener un mero intermediario, y a mayor control mayor responsabilidad.

Lo dicho en el párrafo anterior sirve con carácter general, pero resulta preciso un análisis mucho más detallado y especifico sector por sector. Por ejemplo, la Comisión Europea considera que cuando las plataformas colaborativas ofrezcan el servicio, y no lleven a cabo una mera función de intermediación, podrían estar sujetas al cumplimiento de la regulación general del sector, incluidos los requisitos de licencia y autorización.

En materia de vivienda no son pocos los autores contrarios a la regulación de la economía colaborativa en este campo, al entender que esta intervención pública supondría una intromisión injustificada en la actividad privada. No obstante, dado el desarrollo reciente de este tipo de actividad y los importantes intereses económicos que se mueven a su alrededor, gran parte de la literatura aboga por su regulación. Cuestión distinta es el grado de esta intervención, pues en todo caso ha de evitarse que una excesiva e ineficiente regulación terminen por desincentivar esta floreciente actividad económica, perjudicando no solo a los intereses de los afectados sino al interés general (29) .

En cuanto a la legislación fiscal (30) , el punto de partida ha de ser el reconocimiento que, como no podría ser de otro modo, la realización de cualquier actividad económica ha de estar sujeta al cumplimiento de todas las obligaciones tributarias aplicables. La economía colaborativa no puede ser una excepción. Nuestra postura al respecto es que no deben crearse nuevas figuras impositivas que graven estas modelos de negocio. Lo que proponemos es la adaptación de los tributos ya existentes a los nuevos modelos de economía colaborativa. Sin embargo, en no pocas ocasiones se plantean dudas acerca de la identificación del sujeto pasivo, de la determinación de la base imponible, y el uso de una planificación legal en no pocas ocasiones rayana con la evasión fiscal.

No son pocos, especialmente quienes representan los intereses de las empresas tradicionales, quienes critican la economía colaborativa al entender que este tipo de actividad económica favorece, cuando no fomenta, la economía sumergida. Pero esta postura resulta, cuando menos, sesgada, puesto que no se está teniendo en cuenta que la participación de las plataformas online permite una mayor rastreabilidad de las operaciones realizadas, posibilitando un mayor control fiscal de estas actividades y de los agentes que participan en las mismas. Ejemplos de esta colaboración los tenemos en las plataformas de uso compartido de vehículos en Estonia (31)  o las de alojamientos turísticos en la ciudad de San Francisco (32) .

En las siguientes líneas, dado que analizamos la fiscalidad en la prestación de servicios por particulares y a través de una plataforma electrónica, estudiamos la tributación aplicable al prestador del servicio y a la plataforma digital que actúa, en principio, como intermediaria. Entendemos por tanto que las principales novedades de los negocios de la economía colaborativa frente a los tradicionales radican en la sustitución de las empresas tradicionales por particulares como suministradores de servicios y en la aparición de plataformas colaborativas (33) .

En el caso de las plataformas digitales que actúan como intermediarios en estos negocios, no hay duda de la sujeción a gravamen de los beneficios obtenidos por ellas. A estos efectos, los ingresos percibidos por las plataformas residentes en nuestro país, o que actúen mediante un establecimiento permanente, del pago realizado por los usuarios de las mismas estarán sujetos al gravamen correspondiente de la imposición directa nacional. Del mismo modo, solo en el caso de que la plataforma digital sea residente en España o actúe mediante establecimiento permanente se considerará sujeto pasivo del IVA por los servicios de intermediación o cualquier otro que preste. De acuerdo con la Dirección General de Fiscalidad y Unión Aduanera de la Unión Europea, todos los servicios de intermediación prestados por la plataforma quedan sujetos al IVA, con la excepción de los servicios financieros relacionados con el cobro de aquellos.

A la luz de lo señalado en el párrafo anterior no parece haber duda sobre la tributación de las plataformas digitales residentes o con establecimiento permanente, cuestión distinta es que normalmente esas plataformas deciden establecer su sede fiscal dentro del territorio de la UE donde ellas estiman más conveniente en términos de rentabilidad tributaria. Por esta razón, los países afectados más negativamente por esta deslocalización fiscal abogan por que estas plataformas tributen en cada país en función de su facturación, y no solo donde tengan su sede fiscal. No obstante, es preciso señalar que este problema (deslocalización fiscal) no es exclusivo de las plataformas colaborativas sino general de las plataformas digitales (Amazon tiene su sede fiscal en Luxemburgo y, por ejemplo, Google tributa en Irlanda).

En cuanto a la tributación por parte de los particulares prestadores de servicios, en el ámbito de la Unión Europea algunos países han optado por someter a imposición las rentas percibidas cuando superen determinados umbrales, por debajo de los cuales no existe obligación de declarar. Mientras que en otros países comunitarios se ha decidido por establecer exenciones fiscales para determinadas actividad colaborativas (34) .

En el caso español, sin entrar en profundos análisis y para la imposición directa, cuando el prestador fuera una persona jurídica los ingresos obtenidos estarán sujetos al Impuesto de Sociedades (IS); mientras que en el supuesto de que fueran personas físicas, esos ingresos estarían sujetos al Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF). En este último caso, parte de la doctrina aboga por la exención de la renta obtenida hasta una cierta cuantía cuando se trate de actividades para compartir gastos (Blablacar, por ejemplo). Cuestión distinta es si la actividad colaborativa especifica encaja o no en la regulación general del sector.

Más debatida resulta la aplicación de la imposición indirecta al prestador del servicio. La Dirección General de Fiscalidad y Unión Aduanera considera necesario para el reconocimiento del prestador del servicio como sujeto pasivo que los particulares estén realizando una actividad económica (con independencia de que sea regular u ocasional) y que no dependan de la plataforma digital. Al mismo tiempo, estima que los servicios prestados por estos particulares estarán sujetas al IVA cuando se presten a cambio de una contraprestación.

Con relación a la fiscalidad de la vivienda en el ámbito de la economía colaborativa, procede diferenciar aquellos supuestos en los que no hay contraprestación económica (los propietarios intercambian sus viviendas, no hay distinción entre anfitrión y huésped y, por tanto, no existe transacción monetaria entre esos agentes) y en los que si produce contraprestación económica (a través de una plataforma digital se pondrá en contacto a agentes, anfitrión, que ofrecen en alquiler sus viviendas, con turistas, huéspedes, que buscan un alojamiento turístico distinto a los hoteles tradicionales).

En el primero de los supuestos, sin contraprestación económica, la doctrina mayoritaria entiende que los particulares que ofrecen este tipo de intercambio no están sujetos a tributación.

Sin embargo, en el caso de los particulares que ofrezcan sus viviendas a cambio de prestación económica deberán declarar los alquileres como rendimientos de actividades económicas (cuando se considere un servicio profesional) o como rendimiento de capital inmobiliario en el IRPF. Y en lo referente al IVA, este arrendador tendrá la consideración de empresario o profesional y estará sujeto a la tributación de este impuesto.

No obstante, para ambos casos (sin o con prestación económica), las plataformas colaborativas que ponen en contacto a los propietarios de las viviendas entre si o a estos con los potenciales huéspedes tributaran por los impuestos correspondientes (IS, IRPF e IVA) como cualquier otra empresa, siempre y cuando perciban una remuneración por los servicios que presta (35) .

En materia de regulación laboral, analizamos dos aspectos: la calificación de la relación del prestador del servicio y la obligación o no del pago de las cuotas de la seguridad social (36) .

Con relación al primero de los puntos, la calificación de la relación del prestador de servicios, el Comité Europeo de las Regiones considera que el prestador de servicios en la economía colaborativa se sitúa en un punto intermedio entre el trabajador por cuenta propia y el trabajador por cuenta ajena. En aquellos casos en los que el prestador del servicio fija el precio, tiene facultad para rechazar a clientes, y asume el riesgo, estaríamos ante un trabajador autónomo. Sin embargo, esas notas no suelen aparecer con la suficiente claridad, por lo que para evitar la inseguridad jurídica que ello puede ocasionar se considera necesario una regulación que resuelva categóricamente esta caracterización en materia de economía colaborativa.

En este punto las plataformas digitales entienden que actúan como intermediarios y que los proveedores son trabajadores autónomos con los que no tienen vínculo laboral alguno. Esta independencia o ajenidad, al menos teórica, de los trabajadores respecto a las plataformas sería una de las características distintivas de la economía colaborativa. Ello teóricamente, pues, como ya señalamos, en la práctica no pocas plataformas colaborativas limitan la libertad de decisión de los prestadores de servicios al determinar varias de las características de los servicios prestados. A medida en que mayor es esa intervención de las plataformas en las decisiones de los prestadores, es decir, menor la libertad e independencia de estos últimos, más nos acercamos a la relación tradicional entre una empresa (llámese plataforma) y sus trabajadores (llámense prestadores de servicios). Y es aquí donde muchos autores abogan por una adaptación de la legislación laboral al trabajo que se realiza en estos nuevos modelos de negocio de la economía colaborativa con el objetivo de limitar sus posibles inconvenientes (reducida retribución, mínimo poder de negociación, escasa protección social, incertidumbre, etc.) y potenciar las ventajas (posibilidad para la incorporación al mercado de trabajo, mayor flexibilidad, carácter complementarios de los ingresos percibidos por esta fuente, etc.).

En este punto señalar que muchos autores hablan ya de la «huida del derecho del trabajo» (al igual que en otros campos se alude a la «huida del derecho administrativo»), con la discusión sobre la figura del falso autónomo o de los trabajadores en demanda y la transformación/desregulación de las relaciones laborales.

Con relación al segundo de los puntos, la cotización a la seguridad social, según el artículo 305 de la Ley General de la Seguridad Social, están adscritos al régimen especial de la seguridad social de los trabajadores por cuenta propia las personas físicas que ejerzan una actividad económica por cuenta propia de forma habitual (perciba unos ingresos superiores al salario mínimo interprofesional), personal y directa. La mayor parte de la doctrina entiende que la actual regulación general en este ámbito es bastante rígida por los requisitos exigidos, por lo que se debería de adoptar una mayor flexibilidad en el sistema.

A parte de lo ya señalado, y siguiendo con el aspecto normativo, un reto adicional en el caso español es que en muchos sectores económicos las competencias de su regulación económica están transferidas a las Comunidades Autónomas, por lo que nos podemos encontrar al final con 17 regulaciones diferentes, como sucede por ejemplo con la legislación en materia de vivienda vacacional (37) .

Así, de acuerdo con la CNMC (38)  las principales cuestiones reguladas en este tema por las autoridades competentes autonómicas son:


	
—  Declaración responsable a la Administración competente sobre el cumplimiento de la regulación aplicable, de forma previa al inicio de la actividad e inscripción de la vivienda en un registro. Entre otras Comunidades, lo regulan Andalucía, Aragón, Asturias, etc.

	
—  Publicación del número de registro de la vivienda en el Registro de viviendas turísticas de la Comunidad autónoma correspondiente en toda publicidad que se realice para la comercialización de la vivienda. Entre otras Comunidades, lo regulan Andalucía, Aragón, Baleares, etc.

	
—  Número máximo o mínimo de días de estancia por la que se puede ceder una vivienda de uso turístico. Regulado en Madrid y Aragón.

	
—  Limitación del tipo de alojamiento que se puede ceder y la localización de la vivienda. Entre otras Comunidades, lo regulan Andalucía, Baleares, Canarias, etc.

	
—  Prohibición del alquiler por estancias. Regulado en Cataluña y Madrid.

	
—  Prohibición de utilizar la residencia permanente como vivienda de uso turístico. Regulado en Baleares y Madrid.

	
—  Requisitos técnicos y equipamientos mínimos. Entre otras Comunidades, lo regulan Andalucía, Baleares, Cataluña, etc.

	
—  Placa distintiva en el exterior de la vivienda indicando la naturaleza de vivienda turística y autorización de la comunidad de propietarios. Entre otras Comunidades, lo regulan Aragón, Asturias, Baleares, etc.

	
—  Obligación de cumplimentar el libro-registro, así como la de presentar o remitir a las correspondientes Comisarías de Policía o Puestos de la Guardia Civil. Entre otras Comunidades, lo regulan Andalucía, Canarias, Cataluña, etc.



Obviamente, esta múltiple y dispar legislación genera que una determinada actividad económica resulte más fácil de desarrollar en una Comunidad Autónoma que en otra, y ello exclusivamente en función de su regulación. Una posible solución a esta dispersión regulatoria sería una normativa común a nivel europeo (39) .

Además de todo lo señalado, uno de los principales retos a los que ha de enfrentarse la economía colaborativa es la pérdida de su sentido último. Los usuarios de estos servicios frecuentemente buscan un modelo económico caracterizado por un mayor trato individualizado y con un contacto más directo con los prestadores de los servicios y, obviamente, esto no es lo que caracteriza a algunas de los nuevos operadores.

Una de las críticas más hirientes realizadas a la economía colaborativa es que algunas de las plataformas se asemejan cada vez más a las empresas tradicionales guiadas por el objetivo de maximizar sus beneficios en el corto plazo. No obstante, debemos reconocer que ese riesgo (realidad tal vez) existe, pero también el proceso contrario: la economía tradicional está adaptándose a las características definitorias de la economía colaborativa; así, cadenas hoteleras que se introducen en el alquiler vacacional (Bemate y Accor Hoteles, son dos ejemplos), asociaciones de taxistas que cada vez aproximan más sus negocios a los de conocidas plataformas colaborativas, hoteles que se anuncian en AirBnB, etc.
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